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La tesis desarrolla un tema acuciante en el sistema carcelario y su 
relación con la prisión preventiva en el Perú y la Región Puno. La prisión 
preventiva constituye una medida cautelar de carácter personal, cuya finalidad 
acorde con su naturaleza, es la de garantizar el proceso en sus fines 
característicos, y el cumplimiento de la futura y eventual pena que pudiera 
imponerse. No puede asignarse a esta medida una naturaleza tal que la haga 
devenir en una medida de seguridad o, incluso, en una pena anticipada. 
Cuando se indica que no puede devenir en una pena anticipada, por lo que 
sería violatoria de la presunción de inocencia, consideramos que es debido a 
que esta medida está limitada por reglas de legalidad, proporcionalidad, 
provisionalidad, temporalidad y variabilidad.  
 El nuevo Código añade como presupuesto material para dictar mandato 
de prisión preventiva, la existencia de razonables elementos de convicción 
acerca de la pertenencia del imputado a una organización delictiva o su 
reintegración a la misma, y sea del caso advertir que podrá utilizar los medios 
que ella brinde para facilitar su fuga o la de otros imputados (art. 268º.2). 
Constituye un aporte del nuevo Código, la enunciación de supuestos para 
calificar el peligro de fuga y el peligro de obstaculización, ya que esta 
calificación en la práctica judicial no ha sido homogénea y en algunos casos fue 
arbitraria y subjetiva. 
   El crecimiento acelerado de la población penal se da por muchos 
factores que se podrían manejar de mejor manera. El abuso del mandato de 
prisión preventiva, es decir, personas que, pese a que debería tener la 
presunción de inocencia, han sido enviadas a un penal a la espera de su juicio. 
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En este caso, según las leyes peruanas y las normas internacionales, la prisión 
preventiva debe ser una medida excepcional y adoptarse solo cuando se juntan 
tres factores: el indicio de culpabilidad, una pena mayor a cuatro años y el 
peligro de fuga.  
En el análisis de casos en una localidad se tiene que existen en el 
Establecimiento Penal de Juliaca, un total de 924 personas privadas de la 
libertad. De ese total en condición de procesados o prisión preventiva son 393, 
en cambio, los sentenciados son 531, haciendo un total de 924 personas. Con 
respecto al número de procesados y condenados, el caso del Establecimiento 
penal materia de análisis es una excepción si se tiene que en los otros 
establecimientos penales a nivel nacional, el número de procesados es mayor 
que al número de condenados. Frente a este problema, el investigador plantea 




























The thesis develops a pressing issue in the prison system and its relation 
to preventive detention in Peru and Puno region. Preventive detention is a 
precautionary measure of a personal nature, whose purpose according to its 
nature, is to ensure the process in its characteristic purposes, and compliance 
with the future and eventual penalty that could be imposed. You can not be 
assigned to this measure such a nature that makes becoming a security 
measure or even an anticipated sentence. When it says it can not become an 
anticipated sentence, which would violate the presumption of innocence, 
consider it because this measure is limited by rules of legality, proportionality, 
provisional, temporary and variability. 
The new code added as a material term budget to dictate custody, the 
existence of reasonable grounds for conviction of the accused of belonging to a 
criminal organization or reinstatement to the same, and the case is noted that 
the media can use it provide for ease of escape or of other defendants (art. 
268º.2). Is a contribution of the new Code, the statement of assumptions to 
qualify the risk of leakage and the risk of obstruction, since this qualification in 
judicial practice has been uneven and in some cases was arbitrary and 
subjective. 
   The rapid growth of the prison population is given by many factors that 
could be handled better. Abuse of office remand, ie people who, although they 
should have the presumption of innocence, were sent to a prison to await trial. 
In this case, according to Peruvian law and international standards, detention 
should be an exceptional measure taken only when three factors come 
together: the hint of guilt, a higher penalty to four years and the risk of flight. 
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The analysis of cases in a locality has to exist in the Criminal 
Establishment of Juliaca, a total of 924 persons deprived of liberty. Of that total 
in condition or detention are processed 393, in contrast, are sentenced 531, 
making a total of 924 people. Regarding the number of prosecuted and 
convicted, the criminal case concerning analysis Establishment is an exception 
if it is in the other prisons nationwide, the number of processed is greater than 






































    
La investigación que se halla plasmada en la presente tesis, analiza el 
problema de la prisión preventiva y su incidencia en la sobrepoblación 
carcelaria en el Perú y en particular en la Región Puno-Juliaca. Los datos 
materia de análisis indican que en el Perú, el 51% de la población penitenciaria 
se encuentra recluida en situación de prisión preventiva y, según los datos del 
propio INPE, de un promedio de 11 mil reos que salen de la cárcel por diversos 
motivos, unos 8 mil lo hacen porque se cambia su situación a comparecencia. 
En la mayoría de casos, estas personas están menos de un año de la cárcel. 
Esto demuestra que hay gente que nunca debió entrar.  
En estos casos, la prisión preventiva se dio de forma apresurada, y se 
gastaron recursos del Estado, se contribuyó al hacinamiento y afectaron los 
derechos de la persona y de su familia. La población penitenciaria se ha 
duplicado y ya sobrepasan los 71 mil internos. Tenemos una sobrepoblación de 
124% de reos. Ello significa que casi 40 mil internos no tienen cupo en las 
cárceles peruanas. Con estas cifras, el Perú es uno de los países con mayor 
hacinamiento de la región. En promedio, por cada lugar que existe en una 
cárcel para un preso entran 2.5 reos, pero, en penales como Jaén (Cajamarca), 
en el lugar de uno entran cinco. Según el Instituto Nacional Penitenciario 
(INPE), solo de 2013 a 2014 la población penitenciaria creció 6%. Si dicho 
crecimiento fuera sostenido, se tendría un grave problema para albergar a los 
presos, pues se debería construir dos penales por año con una capacidad de 
3,500 internos, similares al penal de Lurigancho. 
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Se entiende que la prisión preventiva constituye una medida cautelar de 
carácter personal, cuya finalidad acorde con su naturaleza, es la de garantizar 
el proceso en sus fines característicos, y el cumplimiento de la futura y eventual 
pena que pudiera imponerse. No puede asignarse a esta medida una 
naturaleza tal que la haga devenir en una medida de seguridad o, incluso, en 
una pena anticipada1. Aquí hace referencia al aseguramiento del desarrollo del 
proceso penal y también al cumplimiento de la pena futura, es decir, una 
perspectiva procesal y una sustantiva. Cuando se indica que no puede devenir 
en una pena anticipada, por lo que sería violatoria de la presunción de 
inocencia, consideramos que es debido a que esta medida está limitada por 
reglas de legalidad, proporcionalidad, provisionalidad, temporalidad y 
variabilidad. 
La prisión preventiva corresponde al mandato de detención del Código 
Procesal Penal de 1991 y los presupuestos materiales para dictarla son 
similares (art. 268º.1). Sin embargo, el nuevo Código añade como presupuesto 
material para dictar mandato de prisión preventiva, la existencia de razonables 
elementos de convicción acerca de la pertenencia del imputado a una 
organización delictiva o su reintegración a la misma, y sea del caso advertir que 
podrá utilizar los medios que ella brinde para facilitar su fuga o la de otros 
imputados (art. 268º.2). Constituye un aporte del nuevo Código, la enunciación 
de supuestos para calificar el peligro de fuga y el peligro de obstaculización, ya 
que esta calificación en la práctica judicial no ha sido homogénea y en algunos 
casos fue arbitraria y subjetiva.  
                                                 
1  ASCENCIO MELLADO, José María. “La regulación preventiva en el Código 
Procesal Penal del Perú”, en el nuevo proceso penal. Estudios fundamentales, Palestra, 
Lima, 2005, p. 493.  
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El Juez de la Investigación Preparatoria, dentro de las cuarenta y ocho 
horas siguientes al requerimiento del Ministerio Público realizará la audiencia 
para determinar la procedencia de la prisión preventiva. La audiencia se 
celebrará con la concurrencia obligatoria del Fiscal, del imputado y su defensor. 
El defensor del imputado que no asista será reemplazado por el defensor de 
oficio. El cambio más relevante que trae el Código en materia de prisión 
preventiva está constituido por la obligatoria realización de una audiencia 
previa antes de decidir el encarcelamiento de un imputado, en la que el Fiscal 
tenga que solicitar la medida y la defensa, como el imputado, contradecirla. 
Esta audiencia debe realizarse dentro de las cuarenta y ocho horas de 
solicitada la media (art. 271º) 
El nuevo Código Procesal Penal, atento a la flexibilidad y desformalización 
de la investigación preparatoria, reduce los plazos límites de duración de la 
prisión preventiva. Así por ejemplo, tratándose de procesos complejos el plazo 
límite es de dieciocho meses, con una posibilidad de ser prolongada a pedido 
del Fiscal por nueve meses más. Se incorpora expresamente la posibilidad, en 
caso de excarcelación por vencimiento del plazo límite sin sentencia, de 
adoptar no las diligencias judiciales, sino también la imposición de las 
restricciones a que se refieren los numerales 2) al 4) del artículo 288º, dentro 
de las cuales no se encuentra la detención domiciliaria. Procede la reforma de 
la comparecencia por el mandato de prisión preventiva, si durante la 
investigación aparecen fundados indicios delictivos de que el imputado se 
encuentra incurso en los supuestos del artículo 268º. 
El nuevo Código Procesal penal elimina la libertad provisional y opta por el 
mecanismo de la cesación de la prisión preventiva –similar a la actual 
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revocatoria del mandato de detención, y sus sustitución por una medida de 
comparecencia las veces que lo considere pertinente. La cesación de la 
medida procederá cuando nuevos elementos de convicción demuestren que no 
concurren los motivos que determinaron su imposición y resulte necesario 
sustituirla por la medida de comparecencia. Para la determinación de la medida 
sustitutiva el Juez tendrá en consideración, adicionalmente, las características 
personales del imputado, el tiempo transcurrido desde la privación de la libertad 
y el estado de la causa. La cesación de la prisión preventiva será revocada si el 
imputado infringe las reglas de conducta o no comparece a las diligencias del 
proceso sin excusa suficiente o realice preparativos de fuga o cuando nuevas 
circunstancias exijan se dicte auto de prisión preventiva en su contra.  
              La finalidad de la prisión preventiva es el aseguramiento de institutos 
desde una óptica sustantiva y procesal, en la primera, la ejecución de la pena, 
y en la segunda, la realización del proceso penal. Se dice que todos tenemos 
derecho a al presunción de inocencia, si esto fuera así, entonces cualquier 
definición sobre la libertad personal del imputado deberá ser en sentencia, 
porque si no sería una suerte de pena anticipada. El proceso penal es cognitivo 
y hay que enfocarlo dialécticamente, porque es distinto el estadio de actos de 
investigación, el de inicio de juicio oral y el de valoración probatoria. El grado 
de cognición será mayor en esta última etapa, aunque esto obviamente no es 
absoluto porque puede darse el caso de que no se haya probado nada, de tal 
forma que la presunción de inocencia prevalece.  
De acuerdo a los estándares internacionales, la política penitenciaria del 
país debe ser parte de una política criminal global, enfocada primordialmente 
en prevención delictiva, entre ellos, el rol del Poder Judicial es importante en 
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cuanto se refiere a la calificación de los presuntos autores de un delito. El tema 
de la política criminal tiene que ser un tema de Estado. Es necesario y 
fundamental contar con un plan coherente, sostenido, con metas claras y 
mensurables, para lograr una reforma penitenciaria seria y profunda, como lo 
















1.1. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN PROBLEMATICA 
Visto el problema en un contexto más allá de nuestras fronteras, tenemos que 
mientras en otros países  como Suecia, luego de que la cantidad de presos 
bajara a un 1% en el 2014, el gobierno decidió este año cerrar cuatro prisiones 
y un centro de rehabilitación. Esta realidad contrasta con lo que ocurre en la 
mayoría de países de América, incluido el Perú. En nuestro caso, en los últimos 
diez años, la población penitenciaria se ha duplicado y ya sobrepasan los 71 
mil internos. Todos los informes oficiales y extra oficiales afirman que tenemos 
una sobrepoblación de 124% de reos. Ello significa que casi 40 mil internos no 
tienen cupo en las cárceles peruanas.  
Con estas cifras, el Perú es uno de los países con mayor hacinamiento de 
América Latina en el aspecto porcentual. En promedio, por cada lugar que 
existe en una cárcel para un preso entran 2.5 reos, pero, en penales como 
Jaén (Cajamarca), en sus centros penales de  cada uno entran cinco. Según el 
Instituto Nacional Penitenciario (INPE), solo de 2013 a 2014 la población 
penitenciaria creció 6%. Si dicho crecimiento fuera sostenido, se tendría un 




penales por año con una capacidad de 3,500 internos, similares o con mayor 
capacidad que el penal de Lurigancho (Lima). 
A causa del hacinamiento, muchos de los presos en el Perú tienen que 
dormir en los pasillos, baños o en el suelo y pagar dinero para compartir una 
cama. La tugurización, además agrava los pésimos servicios básicos que 
existen en los penales. De la misma manera, la mala alimentación y falta de 
higiene, así como el acceso al alcohol y las drogas, hacen que enfermedades 
como el VIH y la tuberculosis se propaguen dentro y fuera del penal. Al margen 
de que en estos centros penales lo que se impone el caos y la libertad del 
accionar de organizaciones criminales que han convertido en estas 
instituciones en su centro de operaciones para que delincan sus secuaces 
fuera de ella.  
Los expertos en temas penitenciarios, opinan que, en estas condiciones, 
la resocialización y reeducación es totalmente imposible. Los que ingresan por 
primera vez un penal, en lugar de salir resocializados o reeducados, entran a 
un ambiente perverso donde son objeto de abusos, son iniciados en el 
consumo y venta de drogas o en otros delitos. Como dijera otro experto, “a los 
penales del Perú los que ingresan como bachilleres salen doctorados y 
expertos en cometer actos delictivos”. Por ello, entre múltiples alternativas, se 
plantea la concesión de los penales a las empresas privadas, pues una gestión 
privada, además de invertir en una infraestructura segura y especialmente 
diseñada para ese fin, podría mejorar el ejercicio de la autoridad. Pero, 
mientras todo siga igual, los presos estarán las 24 horas del día pensando 




También los estudiosos acerca del tema, señalan que el crecimiento 
acelerado de la población penal se da por muchos factores que se podrían 
manejar de mejor manera. Entre ellas, el abuso del mandato de prisión 
preventiva, es decir, personas que, pese a que debería tener la presunción de 
inocencia, son enviados a un penal a la espera de su juicio. Según las leyes 
peruanas y las normas internacionales, la prisión preventiva debe ser una 
medida excepcional y adoptarse solo cuando se juntan tres factores: el indicio 
de culpabilidad, una pena mayor a cuatro años y el peligro de fuga. Empero, los 
jueces no siguen esta normativa. 
En el Perú, el 51% de la población penitenciaria se encuentra recluida en 
prisión preventiva y, según los datos del propio INPE, de un promedio de 11 mil 
reos que salen de la cárcel por diversos motivos, unos 8 mil lo hacen porque se 
cambia su situación a comparecencia. En la mayoría de casos, estas personas 
están menos de un año de la cárcel. Esto es terrible, porque demuestra que 
hay gente que nunca debió entrar. La prisión preventiva se dio de forma 
apresurada, y se gastaron recursos del Estado, se contribuyó al hacinamiento y 
afectaron los derechos de la persona y de su familia. 
Existen muchos fiscales que piden la prisión preventiva y los jueces la 
conceden por presión mediática, por miedo al control disciplinario o porque el 
imputado no tiene una buena defensa. Además, es una respuesta a la 
población, que se siente insegura y reclama que los delitos sean sancionados. 
Sin embargo, a las autoridades revisar los casos de la gente presa que no ha 
sido condenada. El penal no es para pasar una temporada. Los penales son 




se debe garantizar que solo se sacará a la gente que no implica un peligro para 
la seguridad.  
Por ello, el Nuevo Código Procesal Penal (NCPP) añade como 
presupuesto material para dictar mandato de prisión preventiva, la existencia 
de razonables elementos de convicción acerca de la pertenencia del imputado 
a una organización delictiva o su reintegración a la misma, y sea del caso 
advertir que podrá utilizar los medios que ella brinde para facilitar su fuga o la 
de otros imputados (art. 268.2). Constituye un aporte al NCPP, la enunciación 
de supuestos para calificar el peligro de fuga y el peligro de obstaculización, ya 
sea que esta calificación en la práctica judicial no ha sido homogénea y en 
algunos casos fue arbitraria y subjetiva. 
Pero la prisión preventiva no es la única causa del hacinamiento. Para 
los que dirigen el Programa de Asuntos Penales y Penitenciarios de la 
Defensoría del Pueblo, señalan, entre otros motivos, la restricción impuesta por 
las autoridades para el acceso a los beneficios penitenciarios. Las cifras lo 
demuestran: entre 2012 y 2013, se excarceló con sentencias absolutorias a 
unas 5 mil personas, que sería inocentes, pero en 2014 –aunque no se tienen 
las cifras oficiales –se calcula que los beneficiados solo serían poco más de 
2,200. Para que cambie una persona necesita alicientes y en cambio el sistema 
de reglas vigentes desalienta ese proceso. Hay persona que si hacen 
esfuerzos por recuperarse y para ellos debería haber medidas especiales. Eso 
no significa que hay que dar beneficios a todos, pues hay delitos graves que, 
por su propia complejidad, no pueden contemplarse para este beneficio.  
Otra alternativa para destugurizar los penales sería enviar a las presos 




este procedimiento es muy engorroso y demora mucho. Hasta diciembre de 
2014, había más de 200 solicitudes de extranjeros para regresar a sus países a 
cumplir sus penas, pero todas están a la espera en alguna instancia del 
gobierno. Otra posibilidad mencionó, es volver a los indultos humanitarios, que 
se paralizaron con los “narcoindultos”. Esto sería solo para los casos 
obsolutamente acreditado, como enfermos crónicos, degenerativos y 
terminales. 
1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
El problema antes expuesto se sintetiza en las siguientes interrogantes 
por exponer y resolver en la presente investigación jurídica: 
1.2.1. PROBLEMA GENERAL 
¿Cuáles son los efectos del abuso del mandato de prisión preventiva y 
su incidencia en el crecimiento de la población penal en el Perú? 
  1.2.2. PROBLEMA ESPECÍFICO 
¿Por qué se afirma que existe sobrepoblación carcelaria en el Perú? 
¿Cuáles deberían ser las medidas para reducir el número de internos en 
los penales en el Perú? 
1.3. IMPORTANCIA DE LA INVESTIGACIÓN 
Desde nuestra óptica la prisión preventiva como una de las causas del 
hacinamiento en el sistema carcelario en el Perú requiere de una investigación 
más profunda por lo siguiente: 
a) Se tiene que en el Perú, el 51 % de los reos privados de la 
libertad en los diferentes establecimientos penales, se hallan en la 
condición de prisión preventiva. Esta situación irregular requiere 




b)     En tales condiciones, el problema del sistema carcelario se ha 
convertido en un problema de carácter social, por los más de 71, 
000 personas privadas de la libertad. 
c)       Dentro este problema, la prisión preventiva como institución 
jurídica procesal penal, tiene particular énfasis en la solución del 
problema. 
1.4. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
1.4.1. OBJETIVO GENERAL 
Describir e investigar los efectos del abuso del mandato de prisión 
preventiva y su incidencia en el crecimiento de la población penal en el Perú. 
1.4.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
a) Determinar si verdaderamente existe sobrepoblación carcelaria en el 
Perú. 
b) Plantear medidas conducentes a reducir el número de internos en los 




















2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN  
2.2.1. LA LIBERTAD EN LOS DERECHOS FUNAMENTALES DE LAS 
PERSONA EN LA CONSTITUCION DE 1993 
Todo Estado, cuando hace referencia al Derecho, Estado y Sociedad, se 
toma en consideración a la persona humana como el eje. Un Derecho que se 
formule de espaldas a las exigencias que brotan de la dignidad humana, es un 
Derecho que podrá ser legal, pero es antijurídico y, por ello, rechazable. No 
cabe duda, que a partir de aquí, la persona humana, mejor dicho, su dignidad, 
ahí donde se encuentra reconocida se ha convertido en principio constitucional 
superior que informa el entero ordenamiento constitucional legal. Todo 
ordenamiento jurídico debe ser entendido, interpretado y aplicado de la manera 
que más favorezca a sus derechos fundamentales. 
El jurista nacional, CASTILLO CÓRDOVA, señala: “hablar de los 
derechos fundamentales de la persona exige considerarla no como una 
realidad abstracta y ahistórica, sino como una realidad que existe en el lugar 




e histórica de la persona  humana ayuda a fundamentar tanto a los llamados 
derechos sociales y a los políticos como derechos humanos”2. 
Los derechos fundamentales, por tanto, son manifestaciones de valores 
y principios jurídicos que vienen exigidos necesariamente por la naturaleza 
humana; dignidad humana, libertad e igualdad. Son valores o principios  que no 
tienen su existencia limitada al campo moral o axiológico, sino que trascienden 
a él y se instalan en el ámbito de lo jurídico, de modo que la sola existencia del 
hombre hace  que sea exigible su reconocimiento y consecuente tratamiento 
cómo ser digno, libre e igual que es. Este reconocimiento y tratamiento es lo 
que es debido al hombre por ser hombre, es decir, es lo justo; y en la medida 
en que es lo justo, se hace igualmente debido y exigible3. 
El contenido del artículo 1º de la Constitución de 1993, como señala 
FERNÁNDEZ SESSAREGO4, es el eje sobre el cual gira la interpretación de 
las normas de este cuerpo legal, así como de todas aquellas otras que integran 
el ordenamiento jurídico del país. La defensa de la persona humana y el 
respeto a su dignidad constituyen la razón de ser del Derecho. En realidad, con 
más precisión, cabe expresar que la persona humana, considerada en sí 
misma, es el  fin supremo de la sociedad y del Estado, de donde se deriva la 
obligación de la sociedad y del Estado de defensa y respetarla. 
El Derecho fue creado para proteger, en última instancia, la libertad 
personal, a fin de que cada ser humano, dentro del bien común, pueda 
realizarse en forma integral, es decir, pueda cumplir con su singular “proyecto 
                                                 
2 CASTILLO CÓRDOVA, Luis. Derechos fundamentales y procesos constitucionales. 
Lima, Grijley, 2008, p. 8. 
3 Ibid., p.6. 
4 FERNÁNDEZ SESSAREGO, Carlos. “Defensa de la persona”. En: GUTIERREZ, Walter. La 




de vida”, el mismo que es el resultante de la conversión de su libertad 
ontológica en acto, conducta o comportamiento. El Derecho pretende, a través 
de su dimensión normativa eliminar, hasta donde ello sea posible, los 
obstáculos que pudieran impedir el libre desarrollo del personal y “proyecto de 
vida”, es decir, de lo que la persona desea ser y hacer en su vida.  
El Derecho es, por ello, un instrumento liberador de la persona. De ahí 
que es deber genérico de toda persona, que subyace en toda norma jurídica, el 
de no dañar al prójimo, ya sea en su unidad psicosomática, en su libertad 
proyectiva o en su patrimonio. Por lo expuesto, el axioma jurídico que preside 
cualquier ordenamiento jurídico prescribe “que toda conducta intersubjetiva 
está permitida, salvo que se halle expresamente prohibida por dicho 
ordenamiento jurídico o atente contra el orden público o las buenas 
costumbres”. El prius del Derecho es, pues, la libertad. Lo prohibido, en cuanto 
se trata de una conducta injusta o ilícita, es a excepción. 
FERNANDEZ SESSAREGO, es de la opinión que el mencionado axioma 
jurídico, por su trascendencia, debería ubicarse en pórtico de la normativa 
constitucional a fin de poner en evidencia que la misión fundamental del 
Derecho es, como está dicho, proteger la libertad de cada persona a fin de 
lograr su realización humana integral en armonía con el interés social. Para ello 
fue creado el Derecho, el mismo que posee un sentido liberador. Para 
conseguir esta finalidad, el Derecho debe crear aquellas condiciones sociales 
de justicia, solidaridad, seguridad, igualdad, que permitan el cumplimiento del 
“proyecto de vida” de cada cual. La vivencia colectiva de los valores es 
condición indispensable para la plena realización de la persona humana en  




como un ser dotado de una dimensión espiritual. Ser libre significa tener 
permanentemente que elegir, que proyectar y para elegir hay que preferir entre 
las múltiples opciones con que se cuenta para vivir la vida, es decir, para 
determinar el destino personal, para decidir sobre el singular “proyecto de 
vida”5. 
El artículo 1º de la Constitución, al enunciar que la defensa de la persona 
humana es el fin supremo de la sociedad y del Estado, lo que prescribe es el 
deber de todos y cada uno de los miembros de la sociedad, así como de los 
diversos órganos del Estado, de proteger de una manera preventiva, integral y 
unitaria a la persona. Esta protección comprende tanto su estructura 
psicosomática como su libertad proyectiva, fenoménica, hecha acto, conducta, 
comportamiento. Es decir, el “proyecto de vida” de cada persona. 
La defensa y protección de la persona humana, en primer lugar, debe ser 
preventiva. El ordenamiento jurídico positivo debe contener normas que 
permitan a la persona obtener pronto y eficaz protección frente a eventuales 
amenazas a su integridad psicosomática o a su libertad proyectiva. En el caso 
peruano se cuenta con las acciones del hábeas corpus y de la acción de 
amparo, recogidas por el artículo 200º de la Constitución de 1993, así como por 
la acción inhibitoria que se deduce del texto del artículo 17º del Código Civil de 
1984. 
Pero la defensa de la persona, aparte de preventiva, debe ser unitaria e 
integral. Es unitaria en razón de que el ser humano es un todo inescindible de 
carácter psicosomático, constituido y sustentado en su libertad. De esta calidad 
ontológica se desprende la naturaleza integral de la defensa de la persona 
                                                 




humana. No se debe prescindir, por ello, tanto de la protección de su esfera 
psicosomática como de su libertad fenoménica o fáctica, la que se concreta en 
el “proyecto de vida” de cada cual. 
Por ello, cuando constitucionalmente se enuncie que la defensa de la 
persona humana es el fin supremo de la sociedad y del Estado, se debe 
considerar a la persona humana tal como ella es, como una unidad 
psicosomática constituida y sustentada el su libertad, por lo que no se puede 
prescindir de la protección de cualquier aspecto de dicha unidad ni del 
“proyecto de vida” que es, como se ha apuntado, la concreción fenoménica de 
su libertad ontológica. Es de advertir que, tradicionalmente, el Derecho se ha 
preocupado preponderantemente por la protección de la unidad psicosomática 
del ser humano, con ostensible y criticable descuido de la protección de su 
libertad fenoménica, de su “proyecto de vida”. Ello no obstante que en este se 
juega el destino mismo de cada ser  humano, el sentido y la razón de su 
existencia. 
Felizmente, en lo que concierne a la protección integral de la persona 
humana, la doctrina, en las dos últimas décadas, ha elaborado una nueva 
teoría que es la del “daño al proyecto de vida”, la misma que, dentro de la 
genérica referida al “daño a la persona”, ha mostrado la importancia que tiene 
para el ser humano la protección de su libertad hecha acto o conducta. Acto o 
conducta que responde a una decisión personal desde el ser humano es un ser 
libertad. Esta creación doctrinaria tiende a ingresar a los códigos civiles. 
Ejemplo de ello es el artículo 1985 del Código Civil peruano de 1984 en el que 
se hace referencia al “daño a la persona” y, dentro de él, al denominado “daño 




El artículo 1º de la Constitución del 1993, al lado del respeto a la persona 
humana, enuncia también el deber de la sociedad y del Estado de respetar su 
dignidad. La “dignidad” es una calidad inherente a la persona, en cuanto esta 
es simultáneamente libre e idéntica a sí misma. La libertad y la identidad 
sustentan la dignidad del ser humano. El ser humano posee dignidad porque, 
siendo libre, es un ser espiritual. Y además, por el hecho de que, a pesar de 
que todos los seres humanos son iguales, no hay dos idénticos. Es esta 
dignidad inherente a su ser el sustento de los derechos fundamentales de la 
persona humana. 
Los derechos fundamentales de la persona tienen como finalidad la 
protección unitaria e integral de la persona en cuanto es un ser que posee 
dignidad. Es esta dignidad la que justifica y explica los derechos fundamentales 
de la persona y le sirve de fundamento. De ahí que el artículo 3º de la 
Constitución establezca que los derechos de la persona no se circunscriben a 
solo aquellos expresamente normados por el ordenamiento jurídico sino que su 
protección alcanza a aquellos que, sin encontrarse en esta situación, “se 
fundan en la dignidad del hombre”. 
No obstante lo hasta aquí expresado, preferimos la redacción del artículo 
1º de la Constitución de 1979 en el sentido que: “La persona humana es el fin 
supremo de la sociedad y del Estado. Todos tienen la obligación de respetarla 
y protegerla”. En  verdad, el fin supremo está constituido por la persona en sí 
misma, en base a su inherente dignidad. De ahí que, como consecuencia de 
ello y tal como lo señala la segunda frase del citado numeral, todos están 




Como se advierte, es más precisa la redacción del artículo 1º de la 
Constitución de 1979 que la del mismo numeral de la Constitución de 1993, 
que al expresar que el fin supremo no es, en sentido estricto, “la defensa de la 
persona humana y el respeto a su dignidad” –como lo enuncia este último 
numeral- sino la persona humana considerada en sí misma. Este enunciado, 
como consecuencia, obliga a la sociedad y al Estado a “respetarla y 
protegerla”. 
2.2. BASES TEÓRICAS 
2.2.1. LA CONSTITUCIÓN Y LA DEFENSA DE LA PERSONA 
El artículo 1º prescribe: La defensa de la persona humana y el respeto 
de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado. El 
enunciado contenido en el artículo 1º de la Constitución peruana de 1993 es el 
eje sobre el cual gira la interpretación de las normas de este cuerpo legal, así 
como de todas aquellas otras que integran el ordenamiento jurídico del país. La 
defensa de la persona humana y el respeto a su dignidad constituyen la razón 
de ser del Derecho. En realidad, con más precisión, cabe expresar que la 
persona humana, considerada en sí misma, es el fin supremo de la sociedad y 
del Estado, de donde se deriva la obligación de la sociedad y del Estado de 
defenderla y respetarla.  
El derecho fue creado para proteger, en última instancia, la libertad 
personal, a fin de que cada ser humano, dentro del bien común, pueda 
realizarse en forma integral, es decir, pueda cumplir con su singular “proyecto 
de vida”, el mismo que es el resultante de la conversión de su libertad 
antológica en acto, conducta o comportamiento. El Derecho pretende, a través 




obstáculos que pudieran impedir el libre desarrollado del personal “proyecto de 
vida”, es decir, de lo que la persona desea ser y hacer en su vida. El Derecho 
es, por ello, un instrumento liberador de la persona. De ahí que es deber 
genérico de toda persona, que subyace en toda norma jurídica, el de no dañar 
al prójimo, ya sea en su unidad psicosomática, en su libertad proyectiva o en su 
patrimonio.  
Por lo expuesto, el axioma jurídico que preside cualquier ordenamiento 
jurídico prescribe “que toda conducta intersubjetiva está permitida, salvo que se 
halle expresamente prohibida por dicho ordenamiento jurídico o atente contra el 
orden público a las buenas costumbres”. El prius del Derecho es, pues, la 
libertad. Lo prohibido, en cuanto se trata de una conducta o ilícita, es la 
excepción.  
Somos de la opinión que el mencionado axioma jurídico, por su 
trascendencia, debería ubicarse en el pórtico de la normativa constitucional a 
fin de poner en evidencia que la misión fundamental del Derecho es, como está 
dicho, proteger la libertad de cada persona a fin de lograr su realización 
humana integral en armonía con el interés social. Para ello fue creado el 
Derecho, el mismo que posee un sentido liberador. Para conseguir esta 
finalidad, el Derecho debe crear aquellas condiciones sociales de justicia, 
solidaridad, seguridad, igualdad, que permitan el cumplimiento del “proyecto de 
vida” de cada cual. La vivencia colectiva de los valores es condición 
indispensable para la plena realización de la persona humana en cuanto ser 
libertad.  
Asimismo, el artículo 2º señala: Toda persona tiene derecho: 1. A la 
vida, a su identidad, a su integridad moral, psíquica y física y a su libre 




El inciso 1) del artículo 2º de la Constitución de 1993 se refiere a los 
derechos fundamentales de la persona humana como la vida, la libertad, la 
identidad y la integridad psicosomática, los mismos que son interdependientes. 
Se trata del núcleo de los derechos fundamentales, los mismos que podemos 
designar como “fundantes”, pues todo los demás derechos de la persona 
encuentran en ellos su fundamento, su razón de ser. Los derechos “fundantes” 
constituyen el presupuesto de todos los demás derechos y, a su vez, 
encuentran su fundamento en la dignidad inherente a la persona humana.  
Otros derechos fundamentales, como la igualdad, la intimidad en todas 
sus manifestaciones, el honor, el ejercicio de la libertad de información, de 
expresión, de opinión, asociación o creación intelectual, la salud, el trabajo, la 
educación, la constitución de una familia, la propiedad a los derechos políticos, 
entre otros, encuentran su fundamento y razón de ser en la preexistencia de 
una persona humana que, por ser libre, idéntica a sí misma y poseedora de 
una estructura psicosomático, requiere de todos aquellos derechos para 
realizarse integralmente como ser humano y cumplir con su personal “proyecto 
de vida”. Por ello, consideramos a estos derechos como “fundados” en relación 
con aquellos otros antes mencionados en los que encuentran su fundamento y 
su sentido.  
El derecho –deber a la vida –o tal vez al vivir, como sería más pertinente 
expresar –es el derecho primario, básico y natural que posee la persona. Por 
ello merece la protección de la sociedad y del Estado. El ser humano goza de 
este derecho, que le es inherente simplemente por ser tal, por el hecho de 
haber sido concebido. El derecho objetivo a la vida, recogido por los 




se adquiere el derecho a la vida porque el Derecho positivo se lo atribuya a la 
personas, sino que se trata de un derecho natural que aquel solo debe 
reconocer y proteger. El derecho a la vida es el presupuesto indispensable de 
todos los demás derechos. Sin vida no cabe el goce y disfrute de todos los 
derechos que son inherentes a la persona humana.  
El derecho a la vida es el centro de todos los valores y el supuesto básico 
de la existencia de un orden mínimo en la sociedad. Hobbes se imaginó un 
estado de naturaleza en el que los seres humanos no reconocían al otro ningún 
derecho. Sólo podían conservarse en virtud de su propia fuerza. En esa 
situación no había derecho alguno: ni siquiera el derecho a la vida6. 
La vida tiene un reconocimiento negativo en la prohibición de matar. Es 
una forma de protección mínima. Pero lo central en sentido afirmativo es que 
tiene una protección activa que se expresa en las diferentes formas de 
desarrollo que se da a la persona. En sentido técnico, “el pleno respeto del 
derecho a la vida implica la prohibición a cualquier agente, funcionario o 
autoridad estatal, o particular que actúe bajo las órdenes o con las 
aquiescencia directa, indirecta o circunstancial de los agentes o autoridades del 
Estado, de atentar contra ella, por cualquier medio y en cualquier circunstancia, 
con excepción de la pena de muerte aplicada en estricta concordancia,  con las 
normas del derecho internacional de los derechos humanos”7. 
Uno de los casos más trascendentes en el que el Tribunal Constitucional 
se manifestó a favor de derecho a la vida fue el relativo a la anticoncepción oral 
                                                 
6  A esta primera visión, Hobbes añadió otros elementos. Partía de su ya conocido paradigma «el 
hombre es lobo del hombre» para señalar que, a fin de eliminar los peligros que esta situación acarreaba, 
el conjunto de seres humanos entregaba la soberanía a un monarca, encargado de velar por su libertad 
natural, es decir, que la misión del monarca era traer la libertad de las pasiones, por un lado, y garantizar 
los derechos individuales, por el otro (Hobbes, Thomas: Leviatán. Encyclopaedia Británica, 1952).  




de emergencia. El Tribunal invalidó, en este particular, la distribución gratuita a 
nivel nacional de la denominada “píldora del día siguiente”, y ordenó al 
Ministerio de Salud se abstenga de desarrollar tal política pública, por 
considerar que no se había demostrado la inexistencia del efecto abortivo, la 
inhibición de la implantación del óvulo fecundado en el endometrio.  
El TC declaró fundado el amparo8 luego de evaluar los argumentos 
presentados por importantes instituciones nacionales e internacionales, sin que 
se pudiera desvirtuar que, dentro de la teoría de la fecundación, el derecho a la 
vida del concebido puede ser gravemente menoscabado por el uso del indicado 
fármaco, de acuerdo con el artículo 2.1. De la Constitución.  
En esa lógica, la sentencia ordenó que los laboratorios que comercializan 
la “píldora del día siguiente” incluyan en la posología una advertencia destinada 
a que los consumidores tengan el conocimiento suficiente de que el producto 
podría tener un efecto abortivo.  
El presidente del Tribunal en aquel tiempo señaló que hay dos posiciones, 
y está de por medio el derecho a la vida que es fundamental, principalísimo y 
hay posiciones distintas en las dos partes: “No podríamos dejar que se 
repartiera una pastilla que puede ser abortiva ante la posibilidad de que los 
sea, el derecho a la vida está por encima de todos. Esta es una decisión 
definitiva”9. 
Por entonces, el Tribunal señaló que no había incoherencia en el fallo 
sobre la píldora del día siguiente, con relación a una resolución anterior del 
mismo tribunal que autorizaba su distribución en las entidades del Estado. En 
el 2006, efectivamente, lo que se produjo fue una acción de cumplimiento para 
                                                 
8  Exp. (02005-2009-PA/TC. 




que el Ministerio de Salud cumpla con su propia resolución de distribuir el 
medicamento a lo que el Tribunal accedido, pero sin desarrollar el tema de 
fondo, esto es, si es que era abortiva o no.  
De otro lado, muchas de las formas aludidas son también derechos 
constitucionales bajo la denominación de fundamentales, que es la que emplea 
la Carta de 1993. Citamos aquí a los siguientes:  
 El derecho a la libertad de expresión, que es consustancial a la vida 
intelectual y espiritual de la persona.  
Los derechos a la intimidad personal y familiar, que están estrechamente 
vinculados al mantenimiento de la vida misma entendida no sólo en el sentido 
material sino también emocional e intelectual.  
La integridad física es el derecho que tiene la persona a la intangibilidad 
de los diversos elementos que componen su dimensión física. Ellos son:  
 La integridad funcional, que se refiere al mantenimiento de las 
funciones del organismo de acuerdo con las capacidades, edad y 
demás elementos que intervienen en ellas. La integridad física 
puede permanecer y, sin embargo, haberse alterado la capacidad 
funcional, por ejemplo, por una forma de alimentación que inhibe 
determinadas habilidades o características del organismos.  
 La salud integral, que atañe a la integridad corporal y funcional, 
pero también al funcionamiento y la previsión de un futuro positivo 
para el organismo humano.  
Así, un esfuerzo extenuante y continuado no afecta, en principio, las 
integridades anteriores, pero compromete el desenvolvimiento de la vida futura. 




dice que es irrenunciable y no puede ser objeto de cesión, aun cuando puede 
ejercerse excepción a la irrenunciabilidad en ciertas hipótesis previstas en el 
artículo 6 de dicho cuerpo jurídico10. Sin embargo, los artículos 6º y 12º del 
Código Civil se refieren casi exclusivamente a la integridad corporal. El artículo 
7º, al tratar de la donación de partes del cuerpo o de tejidos que no se 
regeneran. Establece que “no debe perjudicar gravemente la salud o reducir 
sensiblemente el tiempo de vida del donante”. Esta es una evidente alusión a la 
salud integral que, por su propia definición, incluye a la integridad funcional.  
No obstante, la norma se refiere sólo a la donación de tejidos que no se 
regeneran, cuando el problema puede también presentarse en los 
regenerables; basta imaginar la donación de una cantidad significativa de 
sangre. La integridad psíquica se refiere a la preservación de todas las 
capacidades de la psiquis humana, que incluyen las habilidades motrices, 
emocionales e intelectuales. Con el desarrollo de la tecnología médica y 
psicológica hoy se pueden afectar o hacer perder todas o algunas de estas 
capacidades en diverso grado, a través de procedimientos que son de uso 
público. Cualquier trato que conduzca a producir estas incapacidades atentará 
directamente contra el derecho de integridad psíquica. La integridad moral tiene 
un sentido restringido muy importante que es la dimensión ética de la persona. 
Como derecho quiere decir que cada ser humano puede desarrollar su vida de 
acuerdo con el orden de valores que conforman sus convicciones, desde luego 
todo ello dentro del respeto de la moral y al orden público.  
 
                                                 
10  Código Civil, artículo 6: Los actos de disposición del propio cuerpo están prohibidos cuando 
ocasionen una disminución permanente de la integridad física o cuando de alguna manera sean contrarios 
al orden público o a las buenas costumbres. Empero, son válidos si su exigencia corresponde a un estado 




2.3. CONSIDERACIONES CONCEPTUALES DE PRISIÓN PREVENTIVA  
En la doctrina procesal, Ascencio Mellado puntualiza que la prisión 
preventiva constituye una medida cautelar de carácter personal, cuya finalidad 
acorde con su naturaleza, es la de garantizar el proceso en sus fines 
característicos, y el cumplimiento de la futura y eventual pena que pudiera 
imponerse. No puede asignarse a esta medida una naturaleza tal que la haga 
devenir en una medida de seguridad o, incluso, en una pena anticipada11. Aquí 
hace referencia al aseguramiento del desarrollo del proceso penal y también al 
cumplimiento de la pena futura, es decir, una perspectiva procesal y una 
sustantiva. Cuando se indica que no puede devenir en una pena anticipada, por 
lo que sería violatoria de la presunción de inocencia, consideramos que es 
debido a que esta medida está limitada por reglas de legalidad, 
proporcionalidad, provisionalidad, temporalidad y variabilidad.  
En la misma línea, Roxin considera que la finalidad es asegurar el proceso 
de conocimiento o la ejecución de la pena, el cual sirve a tres objetivos: 1) 
Asegurar la presencia del imputado en el procedimiento penal, 2) garantizar 
una investigación de los hechos en forma debida por la fiscalía, 3) asegurar la 
ejecución de la pena12. 
2.4. LA PRISIÓN PREVENTIVA EN EL DERECHO COMPARADO  
2.4.1. ESPAÑA: LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL  
El art. 502 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal establece que el juez 
puede decretar la prisión provisional cuando objetivamente sea necesaria y no 
existan otras medidas menos gravosas para el derecho a la libertad, a través 
de las cuáles puedan alcanzarse los mismos fines que con la prisión 
                                                 
11  ASCENCIO MELLADO, José María. “La regulación preventiva en el Código Procesal Penal 
del Perú”, en el nuevo proceso penal. Estudios fundamentales, Palestra, Lima, 2005, p. 493.  




provisional. El juez tendrá en cuenta, para adoptar la prisión provisional, la 
repercusión que esta medida pueda tener en el imputado, considerando sus 
circunstancias y las del hecho objeto de las actuaciones, así como la entidad 
de la pena que pudiera ser impuesta. No podrá decretarse sobre las 
investigaciones practicadas si de ellas se infiera que el hecho no es constitutivo 
de delito o que se cometió concurriendo una causa de justificación.  
Los requisitos para que proceda son que el delito investigado sea 
sancionado con pena mayor a dos años, si el imputado tuviere antecedentes 
penales no cancelados ni susceptibles de cancelación derivados de condena 
por delito doloso (art. 503). Si hay motivos suficientes para responsabilizar 
criminalmente del delito a la persona contra quien se haya de dictar el auto de 
prisión. Esto se refiere a la suficiencia probatoria.  
Los fines de la prisión preventiva en el modelo español, en cuanto a 
peligro de fuga, son:  
 Asegurar la presencia del imputado en el proceso cuando pueda 
inferirse racionalmente un riesgo de fuga. Para valorar la existencia 
de este peligro se atenderá conjuntamente a la naturaleza del 
hecho, a la gravedad de la pena que pudiera imponerse al 
imputado, a la situación familiar, laboral y económica de este, así 
como a la inminencia de la celebración del juicio oral, en particular, 
en aquellos supuestos en los que procede incoar el procedimiento 
para el enjuiciamiento rápido.  
 Cuando a la vista de los antecedentes que resulten de las 




su llamamiento y búsqueda por cualquier órgano judicial en los dos 
años anteriores. (Art. 504).  
También se considera riesgo, para el proceso, la perturbación probatoria 
que comprende acciones para evitar la ocultación, alteración o destrucción de 
las fuentes de prueba relevantes para el enjuiciamiento, en los casos en que 
exista un peligro fundado y concreto. No se puede acordar la prisión provisional 
cuando pretenda inferirse dicho peligro únicamente del ejercicio del derecho de 
defensa o de falta de colaboración del imputado en el curso de la investigación. 
El investigado no está obligado a colaborar para que lo acusen.  
El modelo español considera otras razones extraprocesales como evitar 
que el imputado pueda actuar contra bienes jurídicos de la víctima, o que 
cometa otros hechos delictivos. Otra regla para valorar la existencia del riesgo 
se atenderá a las circunstancias del hecho, así como a la gravedad de los 
delitos que se pudieran cometer, debiendo entenderse que la gravedad está 
unida a suficiencia probatoria.  
2.4.2. LA PRISIÓN PREVENTIVA EN ALEMANIA  
El Código Procesal Penal alemán (Arts. 112 – 113) fija, como 
presupuesto, sospecha vehemente con respecto a la comisión del hecho 
punible, es decir, debe darse un alto grado de probabilidad de que el imputado 
es presunto autor del delito, y que están presentes elementos de punibilidad y 
perseguibilidad. Además, debe existir un motivo de detención específico, como 
lo es el peligro de fuga o circunstancias que permitan apreciar que el imputado 
destruirá, modificará, ocultará, suprimirá o falseará medios de prueba; influirá 
de manera desleal en los coimputados, testigos, peritos; o inducirá a otros a 




doctrina procesal alemana, estos peligros deben fundarse en causas 
determinadas, y respecto al silencio o la negativa del imputado a colaborar, no 
pueden ser invocados al peligro de entorpecimiento13. 
En el derecho alemán, la gravedad del hecho originalmente se limitaba a 
delitos de asesinato, homicidio, genocidio, delitos dolosos cometidos con 
sustancias explosivas, protección de agrupación terrorista. Un enfoque 
superficial, manifiesta Roxin, conllevó al peligro y bastada la presencia de estos 
delitos para que se dictara prisión preventiva, por lo que tratando de 
interpretarlo conforme a la Constitución, el Tribunal Constitucional Federal 
alemán ha establecido que, de todas formas, debe evaluarse si existe 
periculum in mora, pero que la intensidad de esta puede ser menor respecto al 
peligro de fuga o de entorpecimiento. La legislación alemana contempla, como 
otro supuesto el de “reiteración delictiva” que, en 1964, fue explicado a delitos 
sexuales; y a partir de 1972, en los delitos que conforme a la experiencia se 
cometían en serie.  
2.4.3. ARGENTINA: FORMAS DEL PERICULUM IN MORA 
Se considera como dato objetivo para la prisión preventiva la alarma 
social. El art. 284 del CPP de la provincia de la Pampa declara que podrá 
denegarse la excarcelación: “cuando se trate de delitos cometidos: 1. Por 
pluralidad de intervinientes y en forma organizada. 2. Valiéndose de la 
intervención o participación de uno o más menores de dieciocho (18) años de 
edad. 3. Cuando la naturaleza del hecho delictivo apareje alarma o peligro 
social. 4. Cuando el hecho se haya cometido en relación a bienes que se 
encuentren en situación de desprotección o impedido de la vigilancia activa de 
su propietario y/o guardados y/o cuidador” (Argentina). 
                                                 




En Argentina y otras provincias ya han avanzado hacia modelos de 
regulación en un “paradigma cautelar”, asumiendo que la medida solo puede 
legitimarse, en tanto sirva para los fines de preservar el objeto del proceso 
penal. Por tanto, la única posibilidad de dictarla es a partir de la constatación, 
en el caso concreto de “riesgos para el proceso”, para la investigación o bien 
para la “realización de la pretensión punitiva”. En estas legislaciones, se 
requiere la acreditación del “supuesto material” a partir de los elementos 
recolectados en la investigación que permitan “sostener su probable autoría o 
participación punible en el hecho investigado”, que la pena a cumplir sea de 
cumplimiento efectivo y que las circunstancias del caso hagan presumir peligro 
de fuga o entorpecimiento de la investigación14. 
2.5. LA DETENCIÓN EN EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES  
La detención como medida cautelar estaba prevista por el art. 79 del 
Código de Procedimientos Penales, que disponía que el juez al abrir instrucción 
dictaba detención bajo los siguientes supuestos: delitos dolosos como 
homicidio, aborto, lesiones, contra la libertad y el honor sexual, contra la 
libertad individual, contra el patrimonio: asalto y robo: traición y atentados 
contra la seguridad militar, peculado, Tráfico de drogas, terrorismo, siempre 
que se sustenten en suficientes elementos probatorios, es decir, que aquí solo 
era necesario el fumus comissi delictí, delitos de alta gravedad y suficiencia 
probatoria. Hacemos referencia en tiempo pasado, porque la Ley Nº 30076 ha 
puesto en vigencia, para el procedimiento penal de 1940, la prisión preventiva 
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regulada por el NCPP. Una mixtura procesal que no pocos problemas van a 
crear a la judicatura.  
Frente a otros delitos, se podía dictar detención cuando el inculpado era 
reincidente, lo que constituía un indicio de reiteración delictiva. Otro supuesto 
era si el delincuente había cometido el hecho punible en concierto o en banda, 
y que podemos asimilar a una suerte de pre periculum in mora por suposición 
de perturbación probatoria. El auto debía estar debidamente motivado o 
fundamentado.  
Con relación a la motivación del auto, el procedimiento de 1940 establece 
que el imputado a su defensa puede interponer queja ante el Tribunal, y el juez 
dentro de las 24 horas, debe elevarlo. El plazo para la queja es de 24 horas 
aplicando los plazos del recurso de queja previsto en el art. 297 del Código de 
Procedimientos Penales. El tribunal si declara fundada la queja, dentro de las 
24 horas, debe ordenar que la instrucción se remita a otro juez, sin perjuicio de 
las responsabilidades disciplinarias. Esta decisión no implica la libertad del 
quejoso, sino que el otro juez debe fundamentar la medida cautelar que puede 
ser la misma, esto es detención; o también la de comparecencia, pues se había 
renovado el acto procesal. Este recurso estrictamente vinculado a la falta de 
motivación no ha sido derogado por la Ley Nº 30076, aunque valgan verdades 
ha tenido un uso limitado por las partes.  
Si había motivación, pero el imputado consideraba que existían errores de 
hecho o de derecho, podía presentar recurso de apelación, que es concedido 
en un solo efecto y con el mismo trámite de la queja. Como hemos referido, en 




quedado en desuso el de queja, que luego trató de ser resucitado sin éxito con 
los artículos del CPP de 1991 que fueron puestos en vigencia. 
2.6. LA PRISIÓN PREVENTIVA SEGÚN EL CÓDIGO PROCESAL PENAL 
La prisión preventiva corresponde al mandato de detención del Código 
Procesal Penal de 1991 y los presupuestos materiales para dictarla son 
similares (art. 268º.1). Sin embargo, el nuevo Código añade como presupuesto 
material para dictar mandato de prisión preventiva, la existencia de razonables 
elementos de convicción acerca de la pertenencia del imputado a una 
organización delictiva o su reintegración a la misma, y sea del caso advertir que 
podrá utilizar los medios que ella brinde para facilitar su fuga o la de otros 
imputados (art. 268º.2). Constituye un aporte del nuevo Código, la enunciación 
de supuestos para calificar el peligro de fuga y el peligro de obstaculización, ya 
que esta calificación en la práctica judicial no ha sido homogénea y en algunos 
casos fue arbitraria y subjetiva.  
El Juez de la Investigación Preparatoria, dentro de las cuarenta y ocho 
horas siguientes al requerimiento del Ministerio Público realizará la audiencia 
para determinar la procedencia de la prisión preventiva. La audiencia se 
celebrará con la concurrencia obligatoria del Fiscal, del imputado y su defensor. 
El defensor del imputado que no asista será reemplazado por el defensor de 
oficio. El cambio más relevante que trae el Código en materia de prisión 
preventiva está constituido por la obligatoria realización de una audiencia 
previa antes de decidir el encarcelamiento de un imputado, en la que el Fiscal 
tenga que solicitar la medida y la defensa, como el imputado, contradecirla. 
Esta audiencia debe realizarse dentro de las cuarenta y ocho horas de 




El nuevo Código Procesal Penal, atento a la flexibilidad y desformalización 
de la investigación preparatoria, reduce los plazos límites de duración de la 
prisión preventiva. Así por ejemplo, tratándose de procesos complejos el plazo 
límite es de dieciocho meses, con una posibilidad de ser prolongada a pedido 
del Fiscal por nueve meses más. Se incorpora expresamente la posibilidad, en 
caso de excarcelación por vencimiento del plazo límite sin sentencia, de 
adoptar no las diligencias judiciales, sino también la imposición de las 
restricciones a que se refieren los numerales 2) al 4) del artículo 288º, dentro 
de las cuales no se encuentra la detención domiciliaria. Procede la reforma de 
la comparecencia por el mandato de prisión preventiva, si durante la 
investigación aparecen fundados indicios delictivos de que el imputado se 
encuentra incurso en los supuestos del artículo 268º. 
El nuevo Código Procesal penal elimina la libertad provisional y opta por el 
mecanismo de la cesación de la prisión preventiva –similar a la actual 
revocatoria del mandato de detención, y sus sustitución por una medida de 
comparecencia las veces que lo considere pertinente. La cesación de la 
medida procederá cuando nuevos elementos de convicción demuestren que no 
concurren los motivos que determinaron su imposición y resulte necesario 
sustituirla por la medida de comparecencia. Para la determinación de la medida 
sustitutiva el Juez tendrá en consideración, adicionalmente, las características 
personales del imputado, el tiempo transcurrido desde la privación de la libertad 
y el estado de la causa. La cesación de la prisión preventiva será revocada si el 
imputado infringe las reglas de conducta o no comparece a las diligencias del 
proceso sin excusa suficiente o realice preparativos de fuga o cuando nuevas 




2.6.1. FINES DE LA PRISIÓN PREVENTIVA EN EL NCPP 
La finalidad de la prisión preventiva es el aseguramiento de institutos 
desde una óptica sustantiva y procesal, en la primera, la ejecución de la pena, 
y en la segunda, la realización del proceso penal. Se dice que todos tenemos 
derecho a al presunción de inocencia, si esto fuera así, entonces cualquier 
definición sobre la libertad personal del imputado deberá ser en sentencia, 
porque si no sería una suerte de pena anticipada.  
El proceso penal es cognitivo y hay que enfocarlo dialécticamente, porque 
es distinto el estadio de actos de investigación, el de inicio de juicio oral y el de 
valoración probatoria. El grado de cognición será mayor en esta última etapa, 
aunque esto obviamente no es absoluto porque puede darse el caso de que no 
se haya probado nada, de tal forma que la presunción de inocencia prevalece.  
Por qué es necesario mantener encerrada a una persona. La medida 
cautelar tiene fines de aseguramiento o cumplimiento de algo, por ejemplo, 
desde el derecho sustantivo que se pueda ejecutar la futura condena la que 
guarda relación con el fumus boni iuris o fumus comissi delicti. Nos explicamos: 
si hay apariencia de derecho; entonces, hay alta probabilidad de que el 
imputado sea responsable del ilícito y, en consecuencia, sea condenado. En la 
estructura de la prisión preventiva, esto ocurre con el quántum de la pena a 
imponerse, es decir, la denominada prognosis cuyo cálculo probable tiene 
relación con la suficiencia probatoria; de lo que se puede concluir que la 
suficiencia y la prognosis están dentro del contexto del fumus comissi delicti.  
El fumus comissi delicti se sustenta en información recabada en los actos 




investigación preparatoria la Fiscalía puede solicitar prisión preventiva. 
Apliquemos esto a un determinado ejemplo:   
En el caso A, de robo agravado, tenemos que preliminarmente se ha 
recabado la siguiente información: declaración del agraviado que narra las 
circunstancias de la sustracción de su patrimonio evidencias de preexistencia, 
reconocimiento del imputado, certificado médico de lesiones causadas, 
testimonio de personas que vieron el robo, el reconocimiento del presunto autor 
por estos testigos y declaración del imputado negando el hecho.  
En el caso B, de robo agravado, tenemos que preliminarmente se ha 
recolectado lo siguiente: declaración del agraviado que narra las circunstancias 
de la sustracción de su patrimonio, evidencias de preexistencia, reconocimiento 
del imputado, certificado médico de lesiones causadas, testimonio de personas 
que vieron el robo, el reconocimiento del presunto autor por estos testigos, 
declaración del imputado negando el hecho, testigos del imputado que 
estuvieron a la misma hora con él, boletas de pago de que labora en una 
empresa reconocida del medio, informe de la empresa que confirma que estuvo 
durante la hora de comisión del hecho haciendo labores.  
Si a un juez se le pone en conocimiento de ambos casos, con esta 
información seguramente concluiría que la suficiencia probatoria es mayor en el 
caso A que en el caso B.  
La prognosis que se halla en el fumus comissi delicti será de mayor 
probabilidad que supere las cuatro años en el caso A que en el B.  
La suficiencia probatoria está enlazada a la comisión del ilícito y de la 
pena por lo que al ejecutar una prisión preventiva, se busca asegurar la 




vemos desde una perspectiva estática, y no dinámica, se dirá que la posibilidad 
de quiebre de la presunción solo se hará como resultado de la valoración 
probatoria; pero si asumimos una concepción dinámica, veremos que la 
presunción se va enervando durante el proceso o se va manteniendo incólume 
si la información fáctica recabada, no es suficiente para acreditar algún tipo de 
responsabilidad penal.  
La prisión preventiva se sustenta, además, en el periculum in mora, esto 
es, el riesgo procesal en sus dos vertientes, riesgo de fuga o perturbación de 
las fuentes de prueba, que tiene como afecto ponerle trabas al proceso penal.  
2.7. JURISPRUDENCIA RESPECTO A LA PRISIÓN PREVENTIVA 
La Corte Suprema en la Casación Nº 01-2007/Huaura, del 26 de julio de 
2007, ha definido los alcances de la prisión preventiva así:  
“La detención, si bien es una privación de libertad provisionalísima –
caracterizada por su brevedad y su limitación temporal –de naturaleza 
estrictamente cautelar –evitar la posibilidad de fuga o elusión de los efectos de 
la justicia –y dispuesta por la Policía o por el Juez de la Investigación 
Preparatoria, cuya función es tanto asegurar a la persona del imputado cuanto 
garantizar la futura aplicación del ius puniendi mediante la realización inmediata 
de actos de investigación urgentes o inaplazables –por ejemplo, y en la 
perspectiva de individualizar a los responsables del hecho delictivo e impedir 
además el ocultamiento y destrucción de huellas o pruebas del delito: 
interrogatorio, reconocimientos, pericias forenses, amén de sustentada en 
supuestos notorios de evidencia delictiva,, tales como la flagrancia, o, según el 
caso, razones plausibles o comisión delictiva [sospechas o indicio concretos y 




un medida necesaria o imprescindible para que se dicte, ulteriormente, 
mandato de prisión preventiva. La prisión preventiva es una medida coercitiva 
persona, estrictamente jurisdiccional, que se adopta a instancia del Ministerio 
Público y en el seno de un proceso penal debidamente incoado, siempre que 
resulte absolutamente imprescindible, que persigue conjugar un peligro de fuga 
o un riesgo de ocultamiento o destrucción de las fuentes de prueba [no se le 
puede atribuir el papel e instrumento de la investigación penal ni tiene un fin 
punitivo]. Está sometida, en comparación con la detención, y prevista para un 
período de tiempo más lato, a requisitos más exigentes –cuyo eje es la 
probabilidad positiva de la responsabilidad del imputado, la comisión del delito 
por él, tanto desde la intensidad de la imputación necesaria para dictarla cuanto 
desde la propia configuración y valoración de los peligros que la justifican 
sometida con más rigurosidad formal y material a los principios de necesidad y 
de motivación”.  
En el auto del Exp. Nº 2008-01367 JIP, Tacna, del 27 de julio de 2008, se 
señala que “la prisión preventiva es la medida de carácter personal de mayor 
gravedad que prevé nuestro ordenamiento jurídico procesal. Los fundamentos 
referidos en el artículo 268 del CPP son los únicos presupuestos materiales 
que deben verificarse a fin que el Juez determine la procedencia o no de la 
misma. Habiéndose verificado la concurrencia copulativa de los tres 
presupuestos materiales requeridos se resuelve declarar fundado el 
requerimiento de prisión preventiva”. Esta misma línea de razonamiento la 






2.8. PRESUPUESTOS DE LA PRISIÓN PREVENTIVA EN EL NCPP 
Se ha seguido con cierta similitud con los presupuestos fijados por el Art. 
135 del CPP de 1991; sin embargo, el art. 268 del NCPP trae algunas 
diferencias que vamos mostrar. El fiscal está legitimado para solicitar prisión 
preventiva pero es el Juez quien decidirá. En el ámbito del fumus comissi 
delicti, la norma exige la presencia de fundados y graves elementos de 
convicción para estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al 
imputado como autor o partícipe de este.  
Los fundados y graves elementos de convicción, entendemos como la 
información recolectada por el fiscal, que debe ser aparejada a su 
requerimiento y que describa la existencia de un delito en sus aspectos 
objetivos y subjetivos, por ejemplo, el hallazgo de una persona fallecida con 
proyectiles incrustados en el cuerpo determina que se está ante un homicidio. 
Ahora, este delito debe tener una conexión con el imputado; esto es, que haya 
elementos probatorios que lo vinculen como autor o partícipe del delito. La 
pregunta que debe hacerse es ¿qué información se tiene para inferir que el 
investigado es el presunto autor? La conexión debe basarse en los datos que 
tenga el fiscal en su poder.  
2.8.1. PROGNOSIS MÁS DE 4 AÑOS 
Este es otro de los presupuestos que se encuentra en el ámbito de 
la suficiencia probatoria, de tal forma que el juez se proyecte que, en el caso 
concreto, podría, darse a futuro una condena con dicha pena. Hay delitos en 
los que no operaria nunca una detención preventiva como lesiones leves, cuya 
pena máxima es dos años o delito contra la libertad personal –coacción, 




de la suficiencia probatoria, de lo contrario estaríamos sujetos a un requisito 
puramente formal.  
2.8.2. EL PERICULUM IN MORA 
 En la norma se establecen varios elementos para que se 
construya esta posibilidad, y es que el imputado, en razón a sus antecedentes 
y otras circunstancias del caso particular, permita colegir razonablemente que 
tratará de eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la 
averiguación de la verdad (peligro de obstaculización). La presencia del Poder 
Judicial dictó la Resolución Administrativa Nº 325 -2011 –P-PJ, su fecha 13 de 
septiembre de 2011, que es orientadora en cuanto los alcances y fines de la 
prisión preventiva. Sobre los presupuestos materiales, indica lo siguiente.  
“Segundo.- Que el primer presupuesto material a tener en cuenta –que 
tiene un carácter genérico –es la existencia de fundados y graves elementos de 
convicción –juicio de imputación judicial –para estimar un alto grado de 
probabilidad de que el imputado pueda ser autor o partícipe del delito que es 
objeto del proceso penal [artículo 268, apartado 1, literal a), del Código 
Procesal Penal: fumus delicti comissi]. Al respecto es necesario contar con 
datos y/o graves y suficientes indicios procedimentales ilícitos –del material 
instructorio en su conjunto, de que el imputado está involucrado en los hechos. 
No puede exigirse, desde luego, desde luego, una calificación absolutamente 
correcta, sino racionalmente aproximativa al tipo legal referido. Asimismo, han 
de estar presentes todos los presupuestos de la punibilidad y de la 
perseguibilidad (probabilidad real de la culpabilidad). 
Luego, como primer motivo específico de prisión, que integra con el 




necesario identificar el límite penológico. El Juez en esta fase del análisis 
jurídico procesal ha de realizar una prognosis o pronóstico que permita 
identificar un nivel razonable de probabilidad de que la pena a imponer será 
superior a cuatro años de privación de libertad. Si no se cumple con el primer 
presupuesto material y el inicial motivo de prisión, el Juez debe acudir a alguna 
de las medidas alternativas que prevé el Código Procesal Penal.  
Por el contrario, si en el caso específico se cumple con ambas exigencias 
el Juez debe valorar, como segundo motivo de prisión, la presencia de los 
peligros de fuga y/o de obstaculización probatoria –de menor intensidad, en 
especial esta última, conforme avanza el proceso. Ello es así porque la prisión 
preventiva no es otra cosa que una medida coercitiva personal, que solo puede 
tener fines procesales, cuyo propósito radica en asegurar el normal desarrollo y 
resultado del proceso penal [consolidar, en suma, (i) el proceso de 
conocimiento (aseguramiento la presencia del imputado en el procedimiento y 
garantizando una investigación de los hechos, en debida forma por los órganos 
de la persecución penal) o (ii) la ejecución de la pena]”.  
2.8.3. RIESGO DE FUGA 
La evaluación para determinar la existencia de peligro de fuga se da en 
base a los criterios establecidos en el art. 269 del NCPP, que son los 
siguientes:  
 En arraigo en el país del imputado, que implica que haya 
elementos objetivos que obliguen al procesado a mantenerse 
enraizado como el domicilio donde este reside, la presencia de 
familia, de negocios o trabajo, residencia habitual y si tiene 




debe ser ponderado adecuadamente, porque una persona que 
tiene muchos recursos productos del delito, puede tener 
muchos inmuebles, además, de facilidades de viaje por la que 
la apreciación puede devenir en bastante subjetiva.  
En la jurisprudencia, tenemos el auto dictado por el 1º JIP de Puno, Exp. 
Nº 01170-2011-62-2101-JR-PE-0115, del 30 de setiembre de 2012, que razona 
respecto del arraigo familiar, así:  
 La gravedad de la pena que se espera como resultado del 
procedimiento, debe entenderse que va de la mano con la 
suficiencia probatoria y no con la pena abstracta del tipo penal 
imputado.  
 La importancia del daño resarcible y la actitud que el imputado 
adopta, voluntariamente. La voluntad de poder ocuparse del 
daño caudado y resarcir puede ser una muestra de 
arrepentimiento frente al delito, lo que en perspectiva, se puede 
valorar cuando se fije la pena, aunque esa es una etapa final.  
 Se evalúa también el comportamiento del imputado durante el 
procedimiento o en otro anterior, en la medida que indique su 
voluntad de someterse a la persecución penal. Este es un 
elemento importante pues, por ejemplo, tenemos a un 
investigado que ha asistido a todas las citaciones de la policía y 
de la fiscalía, entonces este es un dato objetivo a ser tomado en 
cuenta para no dictar prisión preventiva.  
                                                 




Respecto al requisito riesgo de fuga en el auto dictado por el juez de 
Puno, Exp. Nº 895-2011-37-2101-0116, del siete de julio de 2011, consideró que 
como este se encontraba ya detenido por otro delito, era imposible su fuga. Lo 
que hace en el fondo es apoyarse impropiamente en otra medida cautelar, 
cuando lo que correspondía, en base a esa referencia, era dictar prisión 
preventiva. Podría darse el caso de que en el proceso anterior se sobresee, 
entonces sí se le dictó comparecencia, este queda liberado. “Empero esta acta 
de intervención policial que obra a folios uno, en realidad carece de las 
formalidades para su valoración correspondiente y por ende sus efectos 
probatorios válidos dentro de una investigación, más aún si se trata de 
sustentar con esta acta de intervención policial una privación de libertad; es 
decir, se trata de un acta de intervención policial firmado solamente por Braulio 
Pilco Vela y no por quienes indica el contenido del acta de intervención 
policial”.  
“De igual manera el acta de prueba de campo e incautación, resulta 
incoherente con los formulados de cadena de custodia que han sido 
enunciados acorde a la verificación de la carpeta fiscal en los cuales no se ha 
consignado esa cantidad de alcaloide de cocaína que inicialmente se indica”. 
“En cuanto al tercer presupuesto [peligro de fuga] resulta sustancial tomar 
en cuenta en este momento, que los imputados como lo ha sostenido el 
Ministerio Público en su requerimiento escrito, están en condición de internos 
del Establecimiento Penal Puno Ex Yanamayo, como tal se desvirtúa por si 
solo el peligro de fuga, de que puedan eludir la acción de la investigación fiscal 
y por ende obstaculizar o perturbar los fines de la investigación, pues bastará 
                                                 




con que ellos sean citados para que sean puestos a disposición de la autoridad 
fiscal o de la autoridad judicial las veces que puedan ser requerido”.  
Veamos los criterios esbozados en la R.A. Nº 325-2011-P-PJ sobe el 
riesgo procesal:  
“Tercero: Las circunstancias que resulten útiles para inferir la aptitud del 
sujeto para provocar su ausencia –riesgo que por antonomasia persigue 
atajarse en la prisión preventiva –están en función a las mayores o menores 
posibilidades de control sobre su paradero. Entre aquellas se tiene la salud del 
individuo, que influye mucho –en uno o en otro sentido-en la capacidad material 
de huida; así como la situación familiar o social del sujeto, para advertir la 
posibilidad que algún familiar o amigo supla o complemente la disposición 
material del sujeto pasivo del proceso; la inminencia de celebración del juicio 
oral, especialmente en los supuestos en que proceda iniciar o formalizar un 
enjuiciamiento acelerado o inminente –se trata, como abona la experiencia, de 
un elemento ambivalente, dado que el avance del proceso puede contribuir 
tanto a cimentar con mayor solidez la imputación como a debilitar los indicios 
de culpabilidad del acusado, por lo que el Juez ha de concretar las 
circunstancias específicas que abonan o no a la fuga del imputado. Otras 
circunstancias que permiten deducir con rigor una disposición cualificada del 
sujeto a poner en riesgo el proceso mediante su ausencia injustificada, pueden 
ser: la existencia de conexiones del individuo con otros lugares del país o del 
extranjero, la pertenencia del encausado a una organización o banda delictiva, 
la complejidad en la realización del hecho atribuido, las especialidades 




Otro aspecto que toca la R. A. Nº  325-2011-P-PJ es sobre la existencia o 
no del arraigo, que debe ser evaluado para dictar o denegar la prisión 
preventiva. Se enfatiza que la valoración debe ser sobre aspectos cualitativos y 
vinculados a otros elementos que en conjunto puedan definir respecto de la 
medida cautelar:  
“Séptimo.- Que no existe ninguna razón jurídica ni legal –la norma no 
expresa en ningún caso tal situación –para entender que la presencia de algún 
tipo de arraigo descarta, a priori, la utilización de la prisión preventiva. De 
hecho, el arraigo no es un concepto o requisito fijo que pueda evaluarse en 
términos absolutos. Es decir, la expresión “existencia” o “inexistencia” de 
arraigo es, en realidad, un enunciado que requiere de serios controles en el 
plano lógico y experimental. Toda persona, aun cuando se está frente a un 
indigente, tiene algún tipo de arraigo. El punto nodal estriba en establecer 
cuándo el arraigo –medido en términos cualitativos –descarta la aplicación de 
la prisión preventiva. Esto es algo muy distinto  a sostener que la presencia de 
cualquier tipo de arraigo descarta la prisión preventiva.  
Por ejemplo, es un error frecuente sostener que existe arraigo cuando el 
imputado tiene domicilio conocido, trabajo, familia etcétera. Tal razonamiento 
no se sostiene desde la perspectiva del Derecho Procesal, pues la norma no 
exige evaluar la existencia o inexistencia de un presupuesto –que no lo es- sino 
impone ponderar la calidad del arraigo. Es perfectamente posible aplicar la 
prisión preventiva a una persona que tiene familia o domicilio conocido, cuando 
dicha situación, evaluada en términos de ponderación de intereses, no es 
suficiente para concluir fundadamente que el desarrollo y resultado del proceso 




Un ejemplo claro de esta situación es la conducta procesal del imputado 
(artículo 269, apartado 4, del Código Procesal Penal). Es igualmente factible 
que un encausado, con domicilio conocido o trabajo, muestre una conducta 
renuente al proceso; por lo tanto, se entiende que en ese caso la “calidad” del 
arraigo no es suficiente para enervar el peligro procesal. De hecho, un 
indicador consolidado de esta situación es lo que el propio artículo 269, 
apartado 1, del Código Procesal Penal regula como un elemento a analizar en 
el ámbito del arraigo: “las facilidades para abandonar definitivamente el país o 
permanecer oculto”. Es una máxima de la experiencia que aquellas personas 
que tienen facilidades para abandonar el país, por lo general, cuentan con 
recursos económicos, quienes, por lo demás, suelen tener domicilio, 
propiedades, trabajo, residencia habitual, etcétera.  
Octavo.- Que lo anotado en el fundamento jurídico anterior revela que no 
es posible identificar la supuesta “existencia de arraigo” (por ejemplo, 
establecer que una persona domicilia en determinado lugar) y, a partir de este 
supuesto, negar cualquier opción para aplicar la prisión preventiva. Esto es así 
porque el arraigo- ocurre lo mismo con todos los criterios del artículo 269 del 
Código Procesal Penal –no es una premisa fija o estable; no es un 
presupuesto, sino criterio relacional basado en el contexto de cada caso, de 
suerte que en uno determinará la inexistencia del peligro de fuga, pero en otros 
no. En consecuencia, no puede invocarse, sin la pérdida del rigor jurídico 
necesario, de existencia o inexistencia de arraigo: lo que debe analizarse es la 
calidad del mismo y su vinculación con otros factores del caso. Una resolución 
que descarta de plano la aplicación de la prisión preventiva fundamentada en el 




estereotipado e importa una motivación aparente o insuficiente. Se necesita 
una análisis integral de las condiciones del caso y del imputado”.  
2.8.4. PELIGRO DE OBSTACULIZACIÓN  
Para evaluar la existencia o no de esta forma de periculum in mora, el 
NCPP también ha fijado premisas que permitan concluir su existencia o no para 
sustentar la medida cautelar o su denegatoria. (Art. 270). Un primer criterio es 
establecer si hay datos o indicios de que el procesado destruirá, modificará, 
ocultará, suprimirá o falsificará elementos de prueba. Si el fiscal puede 
acreditar esto, entonces es posible tenerlo en cuenta para detener a una 
persona, por ejemplo, si en un delito tributario se ha provocado un incendio de 
un archivo contable, este es, un dato para establecer una forma de peligro 
procesal que afecta a la parte persecutoria, la que tendría base para solicitar la 
medida cautelar. Esto no puede confundirse con el derecho a la defensa ni 
tampoco el derecho a no autoincriminarse, porque por encima de esto se 
encuentra la búsqueda de la verdad. Tampoco el silencio de un imputado 
puede tomarse como perturbación de la actividad probatoria, porque 
propiamente este no es un elemento de prueba.  
2.8.5. PERTENENCIA A UNA ORGANIZACIÓN CRIMINAL  
La existencia de razonables elementos de convicción acerca de la 
pertenencia del imputado a una organización delictiva o su reintegración a esta, 
y sea del caso advertir que podrá utilizar los medios que ella le brinde para 
facilitar su fuga o la de otros imputados, o para obstaculizar la averiguación de 




Para realizar un juicio de verosimilitud en el ámbito del riesgo procesal, 
debe tenerse en claro la naturaleza de las organizaciones criminales17. Estas 
tienen varios rasgos como la permanencia, dado que la vigencia operativa de la 
organización criminal es indeterminada, esto es, que tiene su génesis, pero no 
su fin, cuya destrucción puede realizarse básicamente cuando los líderes 
pierden vigencia y la organización se desarticula, o esta proviene de la propia 
labor policial, fiscal y judicial, como los carteles de drogas. Otro carácter es la 
estructura que le da cohesión a la organización criminal, que permite ordenar 
sus actividades.  
La estructura puede ser rígida o flexible, vertical u horizontal, cerrada o 
abierta, pero tiene configurado un sistema de roles, mando funciones y 
jerarquías, distribuyendo responsabilidades estratégicas. En estructuras 
criminales como las mafias, podemos ver que ellas se compartimentan y tienen 
unidades que ven la parte operativa, logística, captación de nuevos miembros, 
la parte pública o legal; y la que realiza los trabajos más crueles como 
asesinatos, secuestros, es decir, se asignan roles y están dirigidas por un 
liderazgo individual o colectivo.  
La organización criminal planifica para la ejecución de sus actividades o 
de su proyecto criminal por ejemplo, al hacer un embarque de drogas por una 
organización dedicada al tráfico de drogas, desarrolla varias actividades como 
buscar los proveedores, si es que no son los productores directos; las 
empresas que les servirán de caretas; si se transportará por tierra, por vía 
aérea o por mar; los contactos en el exterior; los costos de la operación; esto 
es, cuánto se va a invertir; los riesgos; los planes de contingencia; la cubierta 
                                                 




legal, etc. es decir toda una planeación a efectos de que el objetivo estratégico 
de obtener rentas de las actividades ilícitas, sea el resultado de una 
organización y planeamiento meticuloso. La organización posee redes de 
protección18, y tiene que ver con el poder económico que poseen las mafias 
para poder controlar, mediante la corrupción, toda una red que le permite 
proteger sus actividades; y que va, desde captarse a policías, funcionarios, 
medios, hasta magistrados. Además, puede hacerlo mediante el soborno o la 
extorsión contra quien se niegue a proteger sus actividades, o por lo menos, a 
pasar por alto sus actividades criminales.  
La jurisprudencia suprema ha establecido, como una pauta para inferir 
cuando se está ante una organización criminal, la existencia de una pluralidad 
de ilícitos, en los que han participado los imputados. Así, se advierte en la 
ejecutoria R.N. Nº 4198-2004 de Lima, el trece de julio de dos mil cinco. Otros 
elementos adicionales para poder concluir que se trata de una organización 
criminal, se puede extraer de la Ejecutoria Suprema en el R.N. Nº 1340-2005 
de Lima, del seis de julio de dos mil cinco, como la cantidad de delitos 
perpetrados, la misma lógica de planificación y ejecución, el número de 
personas participantes en estos y el rol que cada imputado desempeñaba.  
En la Ejecutoria Suprema R.N. Nº 1024-200519, Piura, el siete de junio de 
dos mil cinco, para formarse convicción que se está ante una banda, se toman 
como medios de prueba, los testimonios de los coacusados que sindican a un 
de ellos como cabecilla de una banda, como quien repartió armas y que en la 
ejecución del delito disparó contra una periodista. Pese a que hubo 
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19  Jurisprudencia sistematizada de la Corte Suprema Perú. Editado por Comisión Europea 




retractaciones en el juicio oral, el colegiado asumiendo la jurisprudencia 
vinculante número 3044-2004, del uno de diciembre del 2004, le dio mayor 
validez a las versiones aportadas en la instrucción. El fallo fue la condena a 
cadena perpetua del encausado. Aquí, se advierte un importante medio de 
prueba para robar la existencia de la organización, como es la delación que 
hace un integrante de ella, cuya motivación es obtener un trato benigno por sus 
juzgadores.  
2.9. PRISIÓN PREVENTIVA Y LA LEY Nº 30076 
La ley ha retirado el art. 268 el presupuesto de ser parte de una 
organización criminal, reubicándolo en el art. 269, como criterio para determinar 
la prisión preventiva. El texto ha quedado de la siguiente forma:  
“Artículo 268. Presupuestos materiales  
El juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión 
preventiva, si atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar la 
concurrencia de los siguientes presupuestos:  
a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para 
estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al 
imputado como autor o partícipe del mismo.  
b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena 
privativa de libertad.  
c) Que el imputado, en razón de sus antecedentes y otras 
circunstancias del caso particular, permita colegir 
razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia 
(peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad 




2.9.1. PELIGRO PROCESAL  
   En el art. 269 se ha reordenado los presupuestos de peligro de 
fuga, que evaluará el juez para determinar la procedencia de la prisión 
preventiva, y que son:  
“Artículo 269. Peligro de fuga 
Para calificar el peligro de fuga, el juez tendrá en cuenta:  
1. El arraigo en el país del imputado, determinado por el domicilio, 
residencia habitual, asiento de la familia y de sus negocios o 
trabajo y las facilidades para abandonar definitivamente el país 
o permanecer oculto.  
2. La gravedad de la pena que se espera como resultado del 
procedimiento. 
3. La magnitud del daño causado y la ausencia de una actitud 
voluntaria del imputado para repararlo. 
4. El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en 
otro procedimiento anterior, en la medida que indique su 
voluntad de someterse a la persecución penal.  
5. La pertinencia del imputado a una organización criminal o su 
reintegración de las mismas”. 
Un presupuesto incorporado para determinar el peligro de fuga, es la 
magnitud del daño causado. Esto en realidad para darle coherencia con la fuga 
tendría que articularse en el hecho de que incentivará a la persona a rehuir a la 
justicia. A esto se le suma la ausencia la actitud para reparar el daño. Son 




Se ha reubicado el supuesto de pertenencia a la organización criminal que 
como estructura de personas con finalidades delictivas, tienen idoneidad para 
facilitar la fuga de sus miembros en aras de proteger el colectivo criminal. G 
2.9.2. PROLONGACIÓN DE PRISIÓN PREVENTIVA 
 El proyecto de Ley Nº 1980-2012-PE, en sus fundamentos, 
consideró precisar presupuestos para poder prolongar la prisión preventiva. Así 
es que el artículo 274 se ha modificado en el primer párrafo, quedando de la 
siguiente manera: 
“1. Cuando concurran circunstancias que importen una especial 
dificultad o prolongación de la investigación o del proceso y que 
el imputado pudiera sustraerse a la acción de la justicia u 
obstaculizar la actividad probatoria, la prisión preventiva podrá 
prolongarse por un plazo no mayor al fijado en el numeral 2) del 
artículo 272. El fiscal debe solicitarla al juez antes de su 
vencimiento”.  
Se ha precisado que puede ser la investigación o proceso, este último 
debe entenderse como el juzgamiento. Se le ha agregado que se puede 
prolongar la prisión si obstaculiza la actividad de prueba.  
2.10. AUDIENCIA DE PRISIÓN PREVENTIVA 
A diferencia del Código de Procedimientos Penales de 1940, que para 
dictar detención preventiva se hacía sin audiencia, en frío, sin presencia de las 
partes, el NCPP ha fijado que se debe realizar una audiencia, de tal forma que 
se pueda garantizar el derecho de las partes; que discurran las posiciones 
oralmente y haya contradictorio frente al juez, en un escenario de inmediación. 




realizará la audiencia en las decidirá la prisión preventiva. En la audiencia 
deberán estar obligatoriamente el fiscal, el imputado y el defensor (Art. 271). 
El juez, al decidir, deberá evaluar sin concurren los presupuestos 
necesarios para dictar la medida cautelar, y si faltara alguno, deberá imponer 
uno menos gravoso en el entendido de que la regla es la libertad y la excepción 
es la prisión. La decisión debe dictarse en el mismo día son postergación 
alguna y deberá, bajo sanción de nulidad, estar debidamente motivada. En la 
medida que hay de por medio, por ejemplo, una persona detenida, hay 
responsabilidades disciplinarias si alguna de las partes o el mismo juez 
contribuye en su no realización.  
Puede darse el caso de que el imputado no quiera estar en la audiencia, 
en este supuesto, la decisión adoptada por el juez en la audiencia deberá ser 
notificada dentro de las 48 horas siguientes a la conclusión de ella. En la 
casuística se planteó el problema de que para decidirse sobre la prisión 
preventiva el imputado debía estar detenido. Así, lo señaló como requisito el 
Auto de Vista del Exp. Nº 1456-06 Sala de Apelaciones de Huaura, del 26 de 
enero del 2007: “Para que el Fiscal pueda requerir la prisión preventiva de una 
persona la misma debe encontrarse privada de su libertad, por haber sido 
detenida en flagrancia o por orden judicial y, solo cumplidos estos 
presupuestos el fiscal puede continuar con el procedimiento y requerir la 
realización de la audiencia correspondiente”. 
2.11. LA DURACIÓN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
La medida cautelar para fines de aseguramiento tiene como presupuesto 
su temporalidad, por lo que se ha estimado que esta tenga un plazo, siendo el 




lo contrario, es prácticamente tener ya con un precondena al procesado. El 
tratamiento de este plazo en el NCPP, en principios, es de nueve meses; para 
el proceso común y para procesos complejos, es de dieciocho meses (art. 272 
incisos 1 y 2). Si no se ha dictado sentencia, al vencimiento del plazo, se debe 
liberar al procesado. Esto lo puede hacer el juez de oficio o a pedido de parte. 
Si otorga libertad esto no le exime a dictar medidas de aseguramiento distintas 
a la detención, para poder garantizar que asista a las diligencias en las que sea 
necesaria su presencia. Puede establecer las restricciones incluidas, las que 
dispone el art. 288, numerales 2 y 4, que son:  
 Obligación de no ausentarse del lugar donde reside. Evitar 
concurrir a determinados lugares que lo condicionen a cometer 
otros delitos, como el domicilio de la víctima o de presentarse a 
la autoridad en los días que se le fijen, por ejemplo, para firmar 
un libro de control, aunque esto se va sustituyendo con 
lapiceros digitales también con tecnología biométrica.  
 La obligación de otorgar una garantía patrimonial o caución 
económica, cuya cuantificación debe ponderarse con las 
posibilidades del imputado. Se permite que la caución se 
sustituya por una fianza personal idónea y suficiente de un 
tercero. La finalidad es garantizar que si el imputado incumple 
o se da a la fuga, se ejecuta la caución sin perjuicio de que se 
adopten las medidas.  
2.12. PROLONGACIÓN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA  
La complejidad de los hechos que son materia de procesamiento influye 




pueden convertir los casos en inmanejables, y eventualmente afectar el 
derecho al plazo razonable que tiene todo imputado. En el NCPP se considera 
como presupuesto para la prolongación las circunstancias que dificulten la 
investigación que realiza el fiscal, sumado a que pueda sustraerse a la acción 
de la justicia. El plazo máximo de ampliación es de 36 meses, y debe ser 
solicitado por el fiscal antes de su vencimiento. Si no lo hace, la persona debe 
ser liberada (Art. 274.1).  
El juez se pronuncia sobre la afectación del plazo, previa realización de 
una audiencia que deberá convocarse dentro del tercer día de presentada la 
solicitud o el requerimiento. La audiencia se realiza con la asistencia del fiscal, 
del imputado y su defensor, de tal forma que se garantice un contradictorio en 
este escenario. Luego de oídas las partes y los elementos de convicción, el 
juez decidirá en ese mismo acto o dentro de las 72 horas siguientes, bajo 
responsabilidad, si prolonga o no la detención o prisión preventiva. Esta 
decisión puede apelarse dentro del plazo de 3 días. La Sala Penal se 
pronunciará previa audiencia, que debe convocarse dentro de las 72 horas de 
recibido los actuados. En esta audiencia deben ser citados el fiscal superior y el 
defensor del imputado. El colegiado puede adoptar la decisión debidamente 
motivada, de inmediato o dentro de las 48 horas bajo responsabilidad.  
Puede darse el caso de que el imputado ha sido condenado y se ha 
presentado recurso impugnatorio, entonces la prisión preventiva podrá 
prolongarse hasta la mitad de la pena impuesta. Por ejemplo, si se le condena 
a 10 años, la prisión preventiva se amplía hasta 5 años, y si el recurso no es 




En la jurisprudencia constitucional, se han fijado también criterios para 
evaluar la complejidad con la STC 2915 -2004 –HC/TC Berrocal Prudencio, que 
señala: “Para valorar la complejidad de un caso es menester tomar en 
consideración factores tales como la naturaleza y gravedad del delito, los 
hechos investigados, los alcances de la actividad probatoria para el 
esclarecimiento de los eventos, la pluralidad de agraviados o inculpados, o 
algún otro elemento que permita concluir, con un alto grado de objetividad, que 
la dilucidación de una determinada causa resulta particularmente complicada y 
difícil.  
Un problema que tiene que ver con la competencia para prolongar la 
prisión preventiva, si bien en el caso del juez de investigación preparatoria, no 
hay problemas, es del caso examinar si en juicio oral esta facultad les 
corresponde a los jueces del juzgamiento. En la resolución del Juzgado Penal 
Colegiado de Moquegua Exp. 00012- 2011- 65-2801-JR-PE-0120, trece de 
octubre de dos mil once, se excluye de competencia a los jueces de juicio oral, 
así:  
“En el caso de la prolongación de la prisión preventiva, el código procesal 
penal regula las oportunidades y competencias de los jueces expresamente, en 
esa línea si no las contempla en la etapa de juzgamiento o como función del 
juez de juzgamiento es que evidentemente el código privilegia garantizar la 
imparcialidad del juez de fallo que es garantía esencial de la administración de 
justicia no resultaría procedente recurrir, al juez de juzgamiento para prolongar 
un medida de coerción, como la prisión preventiva, toda vez que se le estaría 
imponiendo conocer el caso fuera del juicio oral”.  
                                                 




“Los únicos supuestos que autorizan al juez de juzgamiento conocer vía 
incidencia pedidos relacionados a medidas de coerción serían aquellos que no 
impliquen análisis o revisión de elementos de convicción del delito o de la 
responsabilidad del imputado forjados en la investigación preparatoria se 
encontraría plenamente facultado para pronunciarse sobre la extinción de la 
prisión preventiva por vencimiento del plazo, otro supuesto lo encontramos en 
el caso de la revocatoria de la comparecencia con restricciones por prisión 
preventiva”.  
“La Sala de Apelaciones dispuso que este colegiado debería de emitir 
pronunciamiento sobre el fondo aunque dicha resolución fue para un caso 
concreto y no tiene el carácter vinculante para otros casos resolver declarando 
improcedente liminarmente el pedido únicamente motivaría mayor dilación en el 
trámite, puesto que la Sala conforme a su posición respecto al tema terminaría 
anulando la resolución que deniegue el pedido liminarmente, por lo que este 
colegiado atendiendo al principio de economía procesal emitirá un 
pronunciamiento sobre el fondo”.  
2.13. CÓMPUTO DEL PLAZO DE PRISIÓN PREVENTIVA  
En el NCPP (Art. 275.1), se establece como regla que no se computará 
los plazos de prisión preventiva cuando la causa sufre dilaciones maliciosas 
que pueden atribuirse al imputado o su defensa, por ejemplo, un procesado 
que no asiste a juicio oral, porque finge enfermedad que no tiene justamente 
para que se venza el plazo de detención o prisión. También los recursos de los 
abogados que tiendan a entrampar el proceso, los que deben ser manifiestos, 




del cómputo. Esto incluso obliga al juez a denunciar al abogado defensor ante 
las comisiones de ética de los colegios de abogados.  
Como bien anota San Martín Castro21, también se puede inferir dilación 
maliciosa cunado encuadren dentro de los supuestos del art. 112 del Código 
Procesal Civil, sobre temeridad o mala fe, y que son:  
1. Cuando sea manifiesta la carencia de fundamento jurídico 
de algún recurso, absolución o medio impugnatorio.  
2. Cuando a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la 
realidad.  
3. Cuando se sustrae, mutile o inutilice alguna parte del 
expediente. 
4.  Cuando se utilice el proceso o acto procesal para fines 
claramente ilegales o con propósitos dolosos o fraudulentos.  
5. Cuando se obstruya la actuación de medios probatorios.  
6. Cuando por cualquier medio se entorpezca reiteradamente 
el desarrollo normal del proceso. 
7. Cuando por razones injustificadas las partes no asisten a la 
audiencia, generando dilación.  
De conformidad al art. 9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los jueces 
pueden llamar la atención, o sancionar con apercibimientos, multas, pedidos de 
suspensión o destitución, o solicitar la sanción de todas las personas que se 
conduzcan de modo inapropiado, actúen de mala fe, plantean solicitudes 
dilatorias o maliciosas, y en general, cuando falten a los deberes. Esta facultad 
es extensiva a los abogados. De aquí también podemos derivar la sanción al 
                                                 




procesado, no computándole el tiempo que se ha extendido innecesariamente 
por responsabilidad de este.  
2.14. REVOCATORIA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA  
El liberado por haber vencido el plazo de detención o prisión preventiva no 
tiene carta blanca para hacer lo que quiera, por lo que ante el incumplimiento 
de las reglas que se le hubiesen impuesto, la libertad le puede ser revocada. El 
art. 276 del NCPP prevé la revocatoria si el imputado no cumple con asistir, sin 
motivo legítimo, a la primera citación que se le formule cuando se considera 
necesaria su concurrencia. En la práctica, la orden judicial a veces es letra 
muerta y los procesados negligentemente pueden provocar su 
encarcelamiento.  
Para decidir sobre la revocatoria, el juez de la investigación preparatoria  
citará a una audiencia para decidir sobre el requerimiento fiscal, puesto que 
esta es la parte legitimada y el juez no podría revocar de oficio. La audiencia se 
celebrará con los asistentes que concurran. El juez dictará resolución 
inmediatamente o dentro de las 48 horas de su celebración. Todas las 
decisiones adoptadas por el juez como la libertad, la revocatoria o prolongación 
preventiva se deben informar a la Sala Penal obligatoriamente (Art. 277). De 
esta situación, se pueden derivar procesos disciplinarios si se han adoptado las 
decisiones fuera de un debido proceso. 
2.15. LA IMPUGNACIÓN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
La decisión del juez de aceptar o denegar la prisión preventiva puede ser 
materia de impugnación por parte del afectado con la decisión, y el plazo para 




elevarse los actuados dentro de las 24 horas. La apelación se concede con 
efecto devolutivo y sin efecto suspensivo, por lo que la prisión debe ejecutarse.  
La Sala se pronunciará previa vista de la causa. Este debe realizarse 
dentro de las 72 horas de recibido el expediente, con citación del fiscal superior 
y del defensor del imputado. La resolución puede expedirse el mismo día o 
dentro de 48 horas bajo responsabilidad. Dependerá de la organización de la 
Sala, y de las causas que maneja para cumplir dentro de este plazo, pues la 
idea que se ha ofrecido con el NCPP es la celeridad. La Sala entre sus 
opciones puede revocar o confirmar, pero también puede declarar nulo el auto 
y disponer que otro juez sea el que dicte la resolución previa audiencia.  
La medida cautelar conforme a las reglas rebus sic stantibus puede varias 
para mayor aflicción del imputado. Si en el curso de la investigación se dan los 
supuestos de fumus comissi delicti y periculum in mora, el fiscal podrá requerir 
que el juez dicte prisión preventiva. Por ejemplo, el imputado se muestra reacio 
a acudir a las diligencias programadas por el fiscal o trata de huir. La decisión 
se toma en audiencia con citación de las partes.  
2.16. VARIACIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR 
En esta línea de variación, también el imputado está legitimado para 
solicitar el cese de la prisión preventiva, petición que deberá resolverse 
igualmente en audiencia (Art. 283). Si bien se deben valorar los nuevos actos 
de investigación que debiliten los presupuestos de la prisión preventiva, 
también se establece que el juez adicionalmente considere las características 
personales del imputado, el tiempo transcurrido desde la prisión de libertad y el 
estado de la causa, eso fundamentalmente para medir la proporcionalidad y 




anticipada. Si decide variar la prisión por comparecencia, le impondrá reglas 
para arraigarlo al proceso penal. El auto puede ser apelado dentro de tercer día 
de notificado. La excarcelación se debe ejecutar inmediatamente.  
Si un imputado logró su libertad lo ideal es que cumpla con las reglas 
impuestas, de lo contrario se puede volver a dictar prisión. Un dato objetivo 
para revocar es la infracción de las reglas, o no asiste a las diligencias 
injustificadamente, o trata de fugar. Si se le ha impuesto una caución, está ya 
no es recuperada, porque se ejecuta la garantía ingresándola a los fondos del 
sistema de administración de justicia.  
2.17. MARCO CONCEPTUAL 
2.17.1. PRISIÓN PREVENTIVA 
Prisión preventiva constituye una medida cautelar de carácter 
personal, cuya finalidad acorde con su naturaleza, es la de garantizar el 
proceso en sus fines característicos, y el cumplimiento de la futura y eventual 
pena que pudiera imponerse. No puede asignarse a esta medida una 
naturaleza tal que la haga devenir en una medida de seguridad o, incluso, en 
una pena anticipada22. Aquí hace referencia al aseguramiento del desarrollo del 
proceso penal y también al cumplimiento de la pena futura, es decir, una 
perspectiva procesal y una sustantiva. Cuando se indica que no puede devenir 
en una pena anticipada, por lo que sería violatoria de la presunción de 
inocencia, consideramos que es debido a que esta medida está limitada por 
reglas de legalidad, proporcionalidad, provisionalidad, temporalidad y 
variabilidad. 
 
                                                 
22  ASCENCIO MELLADO, José María. “La regulación preventiva en el Código Procesal Penal 




2.17.2. EL ACTUAL SISTEMA PENITENCIARIO PERUANO 
El actual Sistema Penitenciario Peruano, es dirigido por el Instituto 
Nacional Penitenciario INPE desde 1985, a partir del D. Leg. N° 330, 
anteriormente estaba a cargo de la Dirección General de Establecimientos 
Penitenciarios. El sistema adoptado por nuestro país es el Progresivo Técnico 
(artículo IV del T.P. del D. Leg. N° 654). Según su Reglamento de Organización 
y Funciones, el Instituto Nacional Penitenciario, es un organismo público 
descentralizado del sector Justicia, con personería jurídica de Derecho público, 
que tiene por misión: dirigir y controlar técnica y administrativamente el Sistema 
Penitenciario Nacional asegurando una adecuada política penitenciaria, que 
favorezca: 
a. La reeducación, rehabilitación y reincorporación del interno a la 
sociedad. 
b. El establecimiento y mantenimiento de la infraestructura penitenciaria. 
El Instituto Nacional Penitenciario, en la actualidad tiene como órganos 
desconcentrados a ocho regiones penitenciarias y con 88 establecimientos 
penitenciarios a nivel nacional. Sus funciones se disgregan en tres áreas: de 
administración, tratamiento y seguridad. 
2.17.3. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES DE LOS RECLUSOS 
En la actualidad, existen instrumentos legales internacionales que 
reconocen expresamente loa derechos de los reclusos. En primer lugar, la 
Declaración Universal de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
establece en su preámbulo el principio de la dignidad humana. Expresa: 
“Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base 




inalienables de todos los miembros de la familia humana”. Su artículo primero 
complementa la idea de la dignidad al establecer: “Todos los seres humanos 
nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están en razón 
y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos de los otros”. Por su 
parte, su art. 6 proclama: “Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al 
reconocimiento de su personalidad jurídica”.  
Los instrumentos adoptados en el seno de las Naciones Unidas y que 
tienen relación con el derecho a los reclusos son los siguientes:  
 La Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada y 
proclamada por la Asamblea de Derechos Humanos, adoptada y 
proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A 
(III), de 10 de diciembre de 1948.} 
 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado y 
abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea 
General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 
1966. 
 El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión 
por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 
de diciembre de 1966. 
 El Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, adoptado y abierto a la firma, ratificación y 
adhesión por la Asamblea General en su resolución 2200 A 




 La Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra 
la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, adoptada por la Asamblea General en su 
resolución 3452 (XXX), de 9 de diciembre de 1975.  
 Las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, 
adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado 
en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y 
Social en sus resoluciones 663C (XXIV), de 31 de julio de 1957, 
y 2076 (LXII), de 13 de mayo de 1977.  
 El Código de conducta para funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley, adoptado por la Asamblea General en su 
resolución 34/169, de 17 de diciembre de 1979.  
 Los Principios de Ética Médica aplicables a la Protección de 
Personas presas o detenidas contra la Tortura, adoptados por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 
1982.  
 La Convención contra la tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, adoptada y abierta a la firma, 
ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 
39/45, de 10 de diciembre de 1984.  
 Las Salvaguardias para garantizar la protección de os derechos 
de los condenados a la pena de muerte, aprobadas por el 
Consejo Económico y Social en su resolución 1984/50, de 25 de 




 Procedimiento para la aplicación efectiva de las reglas mínimas 
para el tratamiento de los reclusos, 1984/47.  
 Las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la 
administración de la justicia de menores (Regla de Beijing), 
adoptadas por la Asamblea General en su resolución 40/33, de 
28 de noviembre de 1985. 
 El Conjunto de Principios para la protección de todas las personas 
sometidas a cualquier forma de detención o prisión, adoptado 
por la Asamblea General en su resolución 43/173, de 9 de 
diciembre de 1988. 
 A los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas 
de Fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir una 
ley, adoptados por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas 
sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
celebrado en La Habana (Cuba) del 27 de agosto al 7 de 
septiembre de 1990.  
 Los Principios básicos para el tratamiento de los reclusos, 
adoptados y proclamados por la Asamblea General en su 
resolución 45/111, de 14 de diciembre de 1990.  
 Las Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los 
menores privados de libertad, adoptadas por la Asamblea 
General en su resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990. 
 Las directrices de la OMS sobre la infección por el VIH y el SIDA 
en las cárceles, publicadas en marzo de 1993, Ginebra 




 Los Principios relativos a la investigación y documentación 
eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes, adoptados por la Asamblea General en su 
resolución 55/89, Anexo, de 4 de diciembre de 2000.  
 El Protocolo facultativo de la Convención contra la Tortura y otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, aprobado 
por la Asamblea, General en su resolución 57/199, de 18 de 
diciembre 2002.  
Las razones de la protección de las personas privadas de libertad, tal 
como lo mencionamos en la introducción, radica en la condición de personas 
de los reclusos, estatuto que no pierden por el hecho de ser condenados a 
cumplir medidas que restringen otros derechos (como la libertad personal), por 
la comisión de determinados delitos. Los tribunales de justicia u otros 
organismos judiciales que han visto sus casos ordenaron que fuesen privados 
de su libertad, pero no de su calidad humana23. Es, en definitiva, su condición 
de persona humana la que determina la obligación de que sean tratados de 
forma digna por todos, incluyendo la situación de reclusión.  
Asimismo, la Declaración de la ONU de 1948 marca un hito en el proceso 
de internacionalización de los derechos humanos, dejando de ser el Derecho 
Internacional un conjunto de normas y principios destinados únicamente a 
regular la relación entre Estados independientes y soberanos que lo caracterizó 
por siglos. En efecto, el derecho Internacional llamado clásico se caracterizaba 
por dejar librada a los propios Estados la protección de los derechos humanos, 
sin intervenir en su regulación.  
                                                 
23  Coyle, Andrew. La administración penitenciaria en el contexto de los derechos humaos. Manual 




Sin embargo, luego de las dos guerras mundiales y habiendo tomado 
conciencia de que el principal violador de los derechos humanos puede ser el 
propio Estado, se decide celebrar una serie de convenciones internacionales 
cuyo objeto es esta protección del individuo, pasando de un ser un Derecho 
inminentemente competencial o relacional para dotarlo de un carácter más 
humanista y social24. El primer paso e este sentido se da con la Declaración de 
la ONU de 1948, Junto a esta declaración general, el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos se refiere expresamente a la situación de los 
reclusos al señalar en su art. 10: “Toda persona privada de libertad será tratada 
humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”.  
Esta idea viene a ser reiterada por los Principios básicos para el 
tratamiento de los reclusos, en su principio 1, al establecer: “Todos los reclusos 
serán tratados con el respeto que merecen su dignidad y valor inherentes de 
seres humanos”. Además, el Conjunto de Principios para la protección de todas 
las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión señala en su 
principio 1: “Toda persona sometida a cualquier forma de detención o prisión 
será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al 
ser humano”.  
Es importante destacar que toda la protección que el sistema de Naciones 
Unidas y los organismos regionales han establecido, sumando a los fallos de 
instancias jurisdiccionales que se han pronunciado al respeto y al trabajo de los 
Estados, que han hecho esfuerzos en su legislación interna para cumplir con 
un trato digno a los reclusos, parten de la base esencial de la dignidad humana, 
                                                 
24  Ver sobre el punto Pastor Ridruejo, José Antonio, Curso de Derecho Internacional Público y 




del carácter de personas de los reclusos que no pierden por estar detenidos o 
encarcelados.  
Este principio básico es desarrollado de manera más concreta en las 
llamadas Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos de las Naciones 
Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado 
en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus 
resoluciones 663C (XXIV), de 31 de julio de 1957, y 2076 (LXII), de 13 de mayo 
de 1977. Estas reglas mínimas especifican aceptables para el tratamiento de 
los reclusos y representan las condiciones adecuadas mínimas que aceptan las 
Naciones Unidas y que también han sido concebidas para proteger contra los 
malos tratos, particularmente en relación con la imposición de la disciplina y la 
utilización de instrumentos de coerción en las instituciones penales.  
Cabe destacar que estas Reglas fueron formuladas con la finalidad de 
servir de modelo e inspiración a los Estados miembros de las Naciones Unidas 
par ser adoptadas en sus legislaciones internas al momento de definir sus 
políticas y prácticas en materia de tratamiento de las personas sancionadas 
con penas que impliquen privación de su libertad. El objetivo último de estas 
Reglas es la protección de los reclusos contra los malos tratos, preservando su 
dignidad humana. Se desea cumplir con los objetivos que la comunidad 
internacional se ha impuesto en materias relacionadas con la disciplina en los 
centros penitenciarios y la utilización de instrumentos de coerción para su 
imposición.  
Tal como se señala en el propio texto de este instrumento, estas Reglas 
no pretenden establecer detalladamente un sistema penitenciario modelo, sino 




una buena organización penitenciaria y tratamiento de los reclusos. Sólo en la 
medida en que se tome conciencia de que ellos, pese a estar detenidos o 
presos, no pierden su condición de personas y deben ser tratadas como tales 
por las autoridades, se podrá pensar en un sistema que cumpla 
verdaderamente con sus objetivos propios.  
Las reglas mínimas están complementadas por los principios básicos para 
el tratamiento de los reclusos, adoptados y proclamados por la Asamblea 
General en su resolución 45/111, de 14 de diciembre de 1990. Éstos hacen 
hincapié en la dignidad humana de los reclusos; el principio de no 
discriminación, reconociendo el respecto de las creencias religiosas y los 
preceptos culturales del grupo a que pertenezcan los reclusos, siempre que así 
lo exijan las condiciones en el lugar; las condiciones que deben darse en las 
cárceles para permitir a los reclusos el pleno ejercicio de su personalidad 
humana, entre otras. Debemos destacar que estos principios están 
especialmente inspirados en la idea de cumplir con las condiciones favorables 
para la reincorporación del ex recluso a la sociedad en las mejores condiciones 
posibles.  
A la luz de lo dispuesto en el art. 5 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos que establece: “Nadie será sometido a torturas no a penas 
o tratos crueles, inhumanos o degradantes”; en el art. 7 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos que, por su parte, señala: “Nadie será sometido 
a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumaos o degradantes. En particular, 
nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o 
científicos”, y teniendo en cuenta la Declaración sobre la Protección de todas 




Degradantes, aprobada por la Asamblea General el 9 de diciembre de 1975, 
ésta adoptó la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes el 10 de diciembre de 1984.  
2.17.4. NORMAS DEL SISTEMA AMERICANO DE PROTECCIÓN DE 
LOS DERECHOS DE LOS RECLUSOS 
El instrumental jurídico propiamente americano de protección de 
los derechos humanos está constituido principalmente –sino exclusivamente –
por: la Declaración Americana de los Derechos del Hombre, aprobada en la 
Novena Conferencia Internacional Americana en Perú, 1948, en el seno de la 
naciente Organización de Estados Americanos; la Convención Americana de 
Derechos Humanos, suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 
1969, en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos 
Humanos, y la Convención América para Prevenir y Sancionar la Tortura, 
firmada en Cartagena de Indias en 1985.  
Estos instrumentos interamericanos consagran explícitamente los 
derechos humanos que les debe garantizar y proteger a los Estados respecto 
de las personas privadas de libertad. En efecto, el art. XXV de la Declaración 
Americana establece que todo preso o recluso “tiene derecho (también) a un 
tratamiento humano durante la privación de su libertad”. La Convención 
Americana, sin perjuicio del reconocimiento general de los derechos a la vida e 
integridad física, psíquica y moral, por mencionar sólo algunos, en lo referente 
a las personas privadas de libertad dispone expresamente en su art. 5, numeral 
2, segunda parte, que “toda persona privada de libertad será tratada con el 
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano” y en su numeral 6: “Las 
penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la 




La Convención contra la Tortura dispone en su art. 1: “Los Estados partes 
se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos de la presente 
Convención”. En lo referente a las personas privadas de libertad se establecen 
disposiciones expresas tales como su art. 5: “Ni la peligrosidad del detenido o 
penado, ni la inseguridad del establecimiento carcelario o penitenciario pueden 
justificar la tortura”, y su art. 7 que establece: “Los Estados parte tomarán 
medidas para que, en el adiestramiento de agentes de la policía medidas para 
que, en el adiestramiento de agentes de la policía y de otros funcionarios 
públicos responsables de la custodia de las personas privadas de su libertad, 
provisional o definitivamente, en los interrogatorios, detenciones o arrestos, se 
ponga especial énfasis en la prohibición del empleo de la tortura”. 
A la luz del marco jurídico europeo de protección de los derechos de los 
reclusos, la normativa interamericana peca de escasa. En efecto, no se poseen 
herramientas similares a las Reglas penitenciarias europeas, sin perjuicio del 
alcance orientador e inspirador de las Reglas mínimas para el tratamiento de 
los reclusos emanadas de la ONU.  
Tal debilidad en la institucionalidad jurídica interamericana no puede –y no 
podría importar –un desconocimiento de las exigencias que los principios de 
dignidad del ser humano y reconocimiento y protección de sus derechos 
fundamentales imponen a los distintos Estados en la Definición e 
implementación de sus respectivos sistemas penitenciarios, más aún si se tiene 
presente que la realidad carcelaria americana adolece de serias deficiencias 
estructurales y ha sido una desafortunada fuente de copiosa jurisprudencia 




Ahora bien, no obstante la inexistencia de instrumentos dirigidos 
específicamente a la protección de los derechos de aquellas personas en 
condición de reclusos, la crisis de los derechos de las personas privadas de 
libertad es una realidad reconocida por los Estados americanos, cuya 
respuesta se ha desplegado a través de un sostenido trabajo de diagnóstico 
por parte de los organismos interamericanos: por un lado, a través de la 
actividad política en el seno de la OEA de las Reuniones de Ministros de 
Justicia o de Ministros Procuradores Generales de las Américas (REMJA)25, y 
por el otro, a través del trabajo de la Comisión Especial de Políticas Carcelarias 
para América Latina del Parlamento Latinoamericano (Parlatino).  
La cuarta reunión de ministros, celebrada en Trinidad y Tobago el año 
2002, recomendó en el marco de la OEA convocar a una reunión de 
autoridades responsables de las políticas penitenciarias y carcelarias de los 
Estados miembros de la OEA, con el fin de promover el intercambio de 
información y experiencias entre ellas, en relación con formulación, el 
desarrollo y la evaluación de las políticas públicas en este campo, incluyendo la 
propuesta de crear una red permanente de intercambio de información a través 
del Internet.  
                                                 
25  La Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, mediante la Declaración 
de Panamá sobre la Contribución Interamericana al Desarrollo y Codificación del Derecho Internacional, 
aprobada por la Asamblea General en su vigésimo séptimo período ordinario de sesiones (AG/DEC. 12 
(XXVI-O/96), en sus párrafos 12 y 13, declaró “su voluntad de que la Organización de los Estados 
Americanos, a través de cursos, seminarios, estudios y publicaciones en el campo del Derecho 
Internacional y de la Cooperación Jurídica, continué cumplido su importante tarea en la capacitación e 
información a juristas, diplomáticos, académicos y funcionarios de toda la región”. Así como “Su interés 
en promover la más amplia difusión posible del sistema jurídico interamericano”. A iniciativa del Dr. 
César Gaviria Trujillo, secretario general de la Organización de los Estados Americanos, el Consejo 
Permanente, a través de su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, inició, en abril de 1997, la 
celebración, en el marco de la OEA, de una reunión de ministros de Justicia. Consecuentemente, la 
Asamblea General reunida de ministros de Justicia. Consecuentemente, la Asamblea General reunida en 
ocasión por el vigésimo séptimo período ordinario de sesiones celebrado en Lima, Perú, aprobó la 




Esta reunión tuvo lugar el 16 y 17 de octubre de 2003 en Washington DC, 
y culminó con un informe que detalla el diagnóstico general y compartido de la 
situación penitenciaria y carcelaria regional y las recomendaciones sobre la 
materia. Dentro de las situaciones de riesgo y vulneración se advirtió la 
sobrepoblación penal y el desbalance que se presenta al no haber coincidencia 
entre la capacidad física de los centros de reclusión, el crecimiento de la 
población en general y el creciente grado de criminalidad; el alto porcentaje de 
reclusos que está aún en espera de juicio, compartiendo las mismas 
instalaciones físicas de quienes ya han sido sentenciados; el tema del 
hacinamiento en las cárceles y su impacto negativo en la resocialización del 
individuo y en el funcionamiento y gestión de los sistemas penitenciarios y 
carcelarios; la importancia de los programas de capacitación, y la salud de los 
reclusos, entre otros. Un especial énfasis se puso en la importancia que tiene el 
respeto a los derechos humanos y a los instrumentos internacionales que los 
garantizan en la política criminal de los Estados y, en particular, en la 
administración y gestión de los sistemas penitenciarios y carcelarios.  
La quinta reunión de ministros (REMJA V), celebrada en Washington DC 
el año 2003, junto con la adopción del Informe de las autoridades responsables 
de las políticas penitenciarias y carcelarias de los Estados miembros de la 
OEA, recomendó que los Estados “a través de su participación en las 
reuniones de autoridades penitenciarias y carcelarias, promueven estrategias y 
políticas penitenciarias, basadas en el respeto a los derechos humanos, que 
contribuyan al deshacinamiento carcelario. Con este fin, los Estados 
incentivarán la modernización de la infraestructura carcelaria y la 




individuo, a través del mejoramiento de las condiciones de privación de la 
libertad y el estudio de nuevos estándares penitenciarios”.  
El Parlamento Latinoamericano26, a través de su Comisión Permanente de 
Derechos Humanos, Justicia y Políticas Carcelarias en marzo de 1999 presentó 
un informe con el que culminaba un primer proceso de diagnóstico general 
acerca de la realidad penitenciaria de la región, informe iniciado con ocasión de 
denuncias recibidas por la Comisión de Derechos Humanos del Parlamento 
Latinoamericano en su reunió en Punta del Este en octubre de 1996, 
aparentemente fundadas sobre tratos inhumanos y degradantes a reclusos en 
prisiones de algunos países miembros.  
Dicho informe recogía la información obtenida de las visitas a 
establecimiento penitenciarios de los países miembros, y si bien no pretendía 
abarcar la situación global del funcionamiento del régimen penitenciario en la 
región, permitió formarse una idea global de la situación penitenciaria, 
confirmando la hipótesis que motivó su formación al comprobar la frecuencia 
con que los derechos humanos fundamentales son violados en ella. Cabe 
destacar dentro del Informe la exhortación a promover la existencia de normas 
supranacionales inspiradas, por ejemplo, en las recomendaciones de las 
Naciones Unidas, que obligue a los gobiernos y a sus confesos a legislar sobre 




                                                 
26  Organismo regional, permanente y unicameral, integrado por los parlamentos nacionales de 
América Latina, cuyos países suscribieron el correspondiente Tratado de Institucionalización el 16 de 




2.18. HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN 
2.18.1. HIPÓTESIS GENERAL 
En el sistema jurisdiccional peruano existe un indiscriminado 
abuso del mandato de prisión preventiva que ocasiona la incidencia en el 
crecimiento desmesurado de la población penal en el Perú. 
2.18.2. PRIMERA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 
En el Perú existe un incontrolable crecimiento de la sobrepoblación 
carcelaria en el Perú. 
2.18.3. SEGUNDA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 
Para recudir el número de internos en los penales en el Perú precisa 
adoptar diversas medidas socioeducativas y jurisdiccionales. 
2.19. VARIABLES DE LA INVESTIGACIÓN 
a) Prisión preventiva. 
b) Establecimientos penales. 
c) Población penal en el Perú. 
d) Hacinamiento carcelario. 

















METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1. MÉTODO DE INVESTIGACION 
En la presente investigación jurídica, se ha aplicó el método descriptivo-
explicativo, también en análisis y síntesis. Los métodos aplicados a la 
investigación se sujetan al tipo de investigación mixta, pues, aplicaremos el 
diseño cualitativo en el análisis y el diseño cuantitativo en la exposición de los 
resultados. 
3.2. TÉCNICAS 
La técnica que se utilizadas es la investigación documental de los datos 
que se obtuvieron en fuentes oficiales sobre el problema de la sobrepoblación 
penal en el Perú y la Región Puno. 
3.3. FUENTES DE INVESTIGACIÓN  
Las fuentes de información de carácter empírico están dadas por el análisis 
de las fuentes primarias recopiladas del tratamiento del sistema penitenciario y 
carcelario, así como en procesal penal peruano. 
3.4. ÁMBITO DE INVESTIGACIÓN 






 El tiempo tiene carácter longitudinal y abarca el periodo es 2014 – 2015. 
3.6. UNIVERSO 
 El universo está dado por la totalidad de entidades penitenciarias en el 














































ANÁLISIS E INTERPRETACION DE RESULTADOS 
 
4.1. ANÁLISIS CONTEXTUAL DE LA SITUACIÓN DE INTERNOS EN LAS 
CÁRCELES DEL PERÚ 
Existen situaciones que nos sirven de ejemplo al respecto al problema que 
tratamos en la presente tesis. Así tenemos que mientras en Suecia, luego de 
que la cantidad de presos bajara a un 1% en el 2014, el gobierno decidió este 
año cerrar cuatro prisiones y un centro de rehabilitación. Esta realidad 
contrasta con lo que ocurre en la mayoría de países de América, incluido el 
Perú, en donde, en los últimos diez años, la población penitenciaria se ha 
duplicado y ya sobrepasa los 71 mil internos. Tenemos una sobrepoblación de 
124% de reos. Ello significa que casi 40 mil internos no tienen cupo en las 
cárceles peruanas.  
Con estas cifras, el Perú es uno de los países con mayor hacinamiento de 
la región. En promedio, por cada lugar que existe en una cárcel para un preso 
entran 2.5 reos, pero, en penales como Jaén (Cajamarca), en el lugar de uno 
entran cinco. Según el Instituto Nacional Penitenciario (INPE), solo de 2013 a 




se tendría un grave problema para albergar a los presos, pues se debería 
construir dos penales por año con una capacidad de 3,500 internos, similares al 
penal de Lurigancho. 
A causa del hacinamiento, muchos de los presos en el Perú tienen que 
dormir en los pasillos, baños o en el suelo y pagar dinero para compartir una 
cama. La tugurización, además agrava los pésimos servicios básicos que 
existen en los penales. De la misma manera, la Mala alimentación y falta de 
higiene, así como el acceso al alcohol y las drogas, hacen que enfermedades 
como el VIH y la tuberculosis se propaguen dentro y fuera del penal. Héctor 
Bellido Sánchez, presidente del Instituto de Cultura Política y experto en temas 
penitenciarios, opinó que, en estas condiciones, la resocialización es 
totalmente imposible. “Los que ingresan por primera vez un penal, en lugar de 
salir resocializados, entran a un ambiente perverso donde pueden ser 
abusados, iniciados en las drogas o en otros delitos”. Por ello, muchos insisten 
en la concesión de los penales, pues una gestión privada, además de invertir 
en una infraestructura segura y especialmente diseñada para ese fin, podría 
mejorar el ejercicio de la autoridad. Pero, mientras todo siga igual, los presos 
estarán las 24 horas del día pensando cómo seguir haciendo negocios desde la 
cárcel.  
De otro lado, Ernesto de la Jara, director del Instituto de Defensa Legal 
(IDL), señaló que el crecimiento acelerado de la población penal se da por 
muchos factores que se podrían manejar de mejor manera. Mencionó, entre 
ellas, el abuso del mandato de prisión preventiva, es decir, personas que, pese 
a que debería tener la presunción de inocencia, han sido enviadas a un penal a 




internacionales, la prisión preventiva debe ser una medida excepcional y 
adoptarse solo cuando se juntan tres factores: el indicio de culpabilidad, una 
pena mayor a cuatro años y el peligro de fuga. Empero, los jueces no siguen 
esta normativa. En el Perú, el 51% de la población penitenciaria se encuentra 
recluida en prisión preventiva y, según los datos del propio INPE, de un 
promedio de 11 mil reos que salen de la cárcel por diversos motivos, unos 8 mil 
lo hacen porque se cambia su situación a comparecencia. En la mayoría de 
casos, estas personas están menos de un año de la cárcel. Esto es terrible, 
porque demuestra que hay gente que nunca debió entrar. La prisión preventiva 
se dio de forma apresurada, y se gastaron recursos del Estado, se contribuyó 
al hacinamiento y afectaron los derechos de la persona y de su familia. 
El experto indicó que muchos fiscales piden la prisión preventiva y los 
jueces la conceden por presión mediática, por miedo al control disciplinario o 
porque el imputado no tiene una buena defensa. Además, es una respuesta a 
la población, que se siente insegura y reclama que los delitos sean 
sancionados. Sin embargo, las autoridades revisar los casos de la gente presa 
que no ha sido condenada. El penal no es para pasar una temporada. Los 
penales son para condenas. En lugar de la prisión preventiva, caben otras 
sanciones, pero se debe garantizar que solo se sacará a la gente que no 
implica un peligro para la seguridad.  
Pero esa no es la única cauda del hacinamiento. César Cárdenas, jefe del 
Programa de Asuntos Penales y Penitenciarios de la Defensoría del Pueblo, 
señaló, entre otros motivos, la restricción impuesta por las autoridades para el 
acceso a los beneficios penitenciarios. Las cifras lo demuestran: entre 2012 y 




sería inocentes, pero en 2014 –aunque no se tienen las cifras oficiales –se 
calcula que los beneficiados solo serían poco más de 2,200. Para que cambie 
una persona se necesita alicientes y cambio de reglas desalienta ese proceso. 
Hay persona que si hacen esfuerzos por recuperarse y para ellos debería 
haber medidas especiales. Eso no significa que hay que dar beneficios a todos, 
pues hay delitos graves que, por su propia complejidad, no pueden 
contemplarse para este beneficio. Otra alternativa para destugurizar los 
penales sería enviar a las presos extranjeros a que terminen de cumplir sus 
condenas en su país. Actualmente este procedimiento es muy engorroso y 
demora mucho. Hasta diciembre de 2014, había más de 200 solicitudes de 
extranjeros para regresar a sus países a cumplir sus penas, pero todas están a 
la espera en alguna instancia del gobierno. Otra posibilidad mencionó, es 
volver a los indultos humanitarios, que se paralizaron con los narcoindultos’. 
Esto sería solo para los casos obsolutamente acreditado, como enfermos 
crónicos, degenerativos y terminales. 
Actualmente, el INPE tiene fallas, pero está trabajando bien en el 
mejoramiento de los recintos carcelarios y solo no va a resolver el problema del 
hacinamiento. Tiene que entrar a trabajar otros ministerios, como el de Salud, 
Mujer, Trabajo, y los gobiernos locales. Por la inseguridad se está tirando la 
pelota  a las cárceles, pero podríamos lograr que nadie salga de la cárcel y eso 
no va a resolver el problema.  
4.2. POBLACIÓN CARCELARIA EN EL PERÚ 






                                       Cuadro Nº 1 
Población carcelaria por nacionalidad  
Peruanos  Extranjeros 
70, 129 1,832 
           Fuente: INPE (2015) 







El presente cuadro explica el número de internos en consideración a la 
nacionalidad, así tenemos que son 70, 129 peruanos privados de la libertad y 
1,832 de origen extranjero. En el cuadro no se indica su situación jurídica, es 
decir, si son condenados o están con prisión preventiva. 
                                          Cuadro Nº 2 
 
Evolución de la población penal en el Perú  









           En el cuadro expuesto se puede advertir que el incremento de la 
población carcelaria (2011 al 2014) ha sido sostenido, es decir, el crecimiento 
es cada vez más preocupante. 
                                         Cuadro Nº 3 
 
Población intramuros por sexo  
Mujeres  Varones  
4,372 67,589 
            Fuente: INPE 
 
 









           El cuadro que se pone a la vista explica por sí mismo la gran 
diferencia de los privados en consideración al género. Aparece que solamente 
son 4,372 mujeres, frente a 67,589 hombres. 
                                        Cuadro Nº 4 
 
Población penal por números de ingresos  
71.59% Primarios  
16.74% Dos 
5.84% Tres 
5.83% Más de cuatro  




              También el número de ingresos es aleccionador, pues, los que 
están en condición de primarios son superiores a los de otra categoría. 
                                          Cuadro Nº 5 
 
Población penal por tiempo de sentencia   
246  0 a 1 
5,882 De 1 a 5 
13,596 De 5 a 10 
6,818 De 10 a 15 
3,882 De 15 a 20 
1,833 De 20 a 25 
1,402 De 25 a 30 
526 De 30 a 35 
367 Cadena perpetua  
                Fuente: INPE 
                El cuadro describe la población penal por el tiempo de 
sentencia, del mismo se puede desprender que los condenados de 5 a 10 años 
es el que prevalece con un total de 13,596, frente a los otros que es de menor 
proporción. 
                                       Cuadro Nº 6 
 
Establecimientos penitenciarios por capacidad 
de albergue de:   
44% 1 a 199 internos  
38% 200 a 899 internos  
12% 900 a 1,199 internos  
6% Más de 1,200 internos  
Total 66 (100%) penitenciarios  
               Fuente: INPE 
Frente a la capacidad de los establecimientos penales a nivel nacional 




solamente el 18% tiene una capacidad superior a 900 internos, ello explica del 
por qué las cáceles en el país están completamente saturados. 
Cuadro Nº 7 
 
Población penal por delitos  
Robo agravado  20,475 28.5% 
Tráfico ilícito de drogas 8,533 11.9% 
Violación sexual de menor de edad  6,151 8.5% 
Violación sexual  4,729 6.6% 
Tráfico ilícito de drogas – formas agravadas 4,447 6.2% 
Hurto agravado 2,649 3.7% 
Homicidio calificado – asesinato  2,585 3.6% 
Promoción o favorecimiento al tráfico ilícito de drogas  2,548 3.5% 
Tenencia ilegal de armas 2,166 3% 
Robo agravado grado tentativo 2,036 2.8% 
Homicidio simple 1,689 2.3% 
Microcomercialización o microproducción de droga  1,306 1.8% 
Actos contra el pudor 1,259 1.7% 
Incumplimiento de la obligación alimentaria 1,158 1.6% 
Extorsión  988 1.4% 
Actos contra el pudor en menores de 14 años 971 1.3% 
Secuestros  830 1.2% 
Lesiones graves 708 1% 
Hurto agravado –grado tentativa 604 0.8% 
Delito de terrorismo 526 0.7% 
Otros delitos  5,592 7.9% 
Fuente: INPE y el investigador de la tesis. 
El cuadro también es aleccionador respecto a la clase de delitos 




de robo agravado y tráfico ilícito de drogas, que son los delitos más recurrentes 
en el Perú. 
 
Cuadro Nº 8 
 
Número de egresos según tipo de libertad   
Absolución  324 18% 
Comparecencia restringida 309 17% 
Suspendida condicional 102 6% 
Suspendida en su ejecución  88 4% 
Libertad inmediata 47 3% 
Exceso de detención  46 3% 
Cese de medida de internamiento  40 2% 
Arresto domiciliario 30 2% 
Otro tipo de libertad  240 12% 
Pena cumplida 195 11% 
Semilibertad 182 10% 
Pena cumplida con redención  159 9% 
Liberación condicional  66 4% 
 Fuente: INPE y el investigador.                        
Cuadro Nº 9 
 
Población penal intramuros por edad y sexo   
Mujeres  Total  Varones  Total  
60 a más 3.1% 60 a más 3.6% 
50 a más 11.5% 50 a más 9.2% 
40 a más 31.2% 40 a más 19.7% 
30 a más 31.8% 30 a más 32.3% 
20 a más 26.2% 20 a más 33.5% 
18 -19 1.3% 18 -19 1.8% 




           El cuadro describe la población penal intramuros por edad y sexo. 
Como se puede ver, el sexo que más prevalece son los hombres, en cambio 
existe casi una equivalencia respecto a la edad, pues, los privados de la 
libertad son personas que tienen de 20 a 40 años de edad.  
                                
Cuadro Nº 10 
 
Nivel de instrucción de la población penal   
Analfabeto  1,314 5% 
Primaria 16,617 23% 
Secundaria 47,232 66% 
Superior no universitaria 4,102 4% 
Superior universitaria 2,696 2% 
               Fuente: INPE y el investigador. 
En el cuadro se describe el nivel de estudios de los privados de la libertad 
y se tiene que mayormente son personas que tienen estudios secundarios, en 
un 66 %. 
                                   
Cuadro Nº 11 
Población penal intramuros por situación 
jurídica  
Sentenciados  34,852 (48.43%) 
Procesados  37,109 (51.57%) 




















Este cuadro es importante en el análisis de la investigación, pues aparece 
que del total de personas privadas de la libertad, el 48.43 % están 
sentenciados, en cambio, en situación de procesados, es decir, en situación de 
prisión preventiva se halla el 51.57 %, es decir, 37,109 personas. 
 
Cuadro Nº 12 
 
Población penal con beneficios penitenciarios   
Semilibertad 9,132 
Libertad condicional  1,100 
                Total   10,232 
 












Cuadro Nº 13 
 
          
Fuente: INPE y el investigador 
          Respecto al hacinamiento de las cárceles en el país, el cuadro es 
completamente explicativo, pues, se tiene que en todos los casos, todas las 
cárceles en el Perú se hallan sobre saturadas de población carcelaria en casi 
en un 100% con excepción de Puno. 
                                      Cuadro Nº 14  
 
Penales más hacinados del Perú   
Establecimiento penal  Capacidad Población  Sobrepoblación  
Jaén (Cajamarca) 50 304 508% 
Callao 572 3,202 460% 
Moquegua 45 233 418% 
Chanchamayo (Junín) 120 610 408% 
Huaraz (Lima) 823 4,157 405% 
Tarapoto (San Martín) 110 438 298% 
Pucallpa (Ucayali) 484 1,848 282% 
Quillabamba (Cusco) 80 293 266% 
Ayacucho 644 2,336 263% 
Fuente: INPE y el investigador. 
Penales en hacinamiento   
Zona Capacidad Población Sobrepoblación  
Norte 5,464 12,311 125% 
Lima 15,632 36,769 135% 
Sur 1,077 3,175 195% 
Centro 1,763 5,462 210% 
Oriente 1,654 4,309 161% 
Sur oriente 1,952 4,005 105% 
Nororiente 3,618 4,311 19% 




El cuadro explica los penales que mayor población de personas privadas 
de la libertad, el caso más alarmante es el de Jaen (Cajamarca) donde donde 
existe un 508 % de sobre población. 
4.3. POBLACIÓN PENAL EN JULIACA  
4.3.1. POBLACIÓN PENAL POR SITUACIÓN JURÍDICA Y SEXO  
La información que se presenta ha sido obtenida del mismo 
Establecimiento Penal de Juliaca, por tanto es objetiva y actual. Pero al 
respecto se debe tener presente que, nunca el número de internos es 
permanente, pues, todos los días ingresan y salen de la misma. 
      
Cuadro Nº 15 
 
Procesados  
Hombres Mujeres Total 
376 17 393 
 
 











En este cuadro se muestra el número total de internos procesados 
según el género de la persona. Así, se tiene que a la fecha de la indagación de 
los datos, existían un total de 376 internos varones en condición de 
procesados, es decir con prisión preventiva. En cambio, en esta misma 
situación existían 17 mujeres, haciendo un total de 393 persona. Este gráfico 
nos indica que mayoritariamente son del género masculino los internos en 
situación de procesados. 
Cuadro Nº 16 
Sentenciados  
Hombres Mujeres Total 
507 24 531 
 
 
Gráfico N° 16 
 
 
En el cuadro Nº 16, se percibe casi la misma tendencia que el cuadro 
anterior, pues, aparece que, el número de internos condenados del género 
masculino son 507, en cambio del género femenino son tan solamente 24 










4.3.2. POBLACIÓN PENAL POR TIEMPO DE RECLUSIÓN 
 
Cuadro Nº 4 
          Tipo de reclusión  Total  Procesados Sentenciados  
Hombres Mujeres Hombres Mujeres  
Total  924 376 17 507 24 
Menos de 06 meses 87 83 0 4 0 
De 06 a menos de 12 meses 70 65 0 5 0 
De 01 menos de 02 años 145 103 8 32 2 
De 02 a menos de 03 años 120 48 6 60 6 
De 03 a menos de 05 años 189 47 3 132 7 
De 05 a menos de 10 años 221 22 0 190 9 
De 10 a menos de 15 años 78 7 0 71 0 
De 15 a menos de 20 años 11 1 0 10 0 
De 20 a menos de 25 años 3 0 0 3 0 
De 25 a menos de 30 años 0 0 0 0 0 
Mas de 30 años  0 0 0 0 0 
FUENTE: elaborado por el investigador. 
En el presente Cuadro, exhibimos el número de personas procesadas (prisión 
preventiva) y sentenciadas internas en el Establecimiento Penal de Juliaca. La 
particularidad del presente cuadro, es que, en el número de personas 
procesadas y sentenciadas, predominan quienes han cometido delitos con 

















PRIMERA: La prisión preventiva constituye una medida cautelar de carácter 
personal, cuya finalidad acorde con su naturaleza, es la de 
garantizar el proceso en sus fines característicos, y el cumplimiento 
de la futura y eventual pena que pudiera imponerse.  
SEGUNDA: El crecimiento acelerado de la población penal se da por muchos 
factores que se podrían manejar de mejor manera. El abuso del 
mandato de prisión preventiva, es decir, personas que, pese a que 
debería tener la presunción de inocencia, han sido enviadas a un 
penal a la espera de su juicio  tiene mayor incidencia en la 
sobrepoblación carcelaria.  
TERCERA: En el Perú, el 51% de la población penitenciaria se encuentra 
recluida en prisión preventiva. Según los datos del propio INPE, de 
un promedio de 11 mil reos que salen de la cárcel por diversos 
motivos, unos 8 mil lo hacen porque se cambia su situación a 
comparecencia. La prisión preventiva se dio de forma apresurada, y 
se gastaron recursos del Estado, se contribuyó al hacinamiento y 
afectaron los derechos de la persona y de su familia. 
CUARTA: En el análisis de casos en una localidad se tiene que existen en el 
Establecimiento Penal de Juliaca, un total de 924 personas privadas 
de la libertad. De ese total en condición de procesados o prisión 
preventiva son 393, en cambio, los sentenciados son 531, haciendo 
un total de 924 personas. Con respecto al número de procesados y 
condenados, el caso del Establecimiento penal materia de análisis 




penales a nivel nacional, el número de procesados es mayor que al 
número de condenados. 
QUINTA: La población penitenciaria se ha duplicado y ya sobrepasan los 71 
mil internos. Tenemos una sobrepoblación de 124% de reos. Ello 
significa que casi 40 mil internos no tienen cupo en las cárceles 
peruanas. Con estas cifras, el Perú es uno de los países con mayor 
hacinamiento de la región. En promedio, por cada lugar que existe 
en una cárcel para un preso entran 2.5 reos, pero, en penales como 
Jaén (Cajamarca), en el lugar de uno entran cinco. Según el Instituto 
Nacional Penitenciario (INPE), solo de 2013 a 2014 la población 
penitenciaria creció 6%. Si dicho crecimiento fuera sostenido, se 
tendría un grave problema para albergar a los presos, pues se 
debería construir dos penales por año con una capacidad de 3,500 



























PRIMERA: Se sugiere que de acuerdo a los estándares internacionales, la 
política penitenciaria del país debe ser parte de una política criminal 
global, enfocada primordialmente en prevención delictiva, entre ellos, 
el rol del Poder Judicial es importante en cuanto se refiere a la 
calificación de los presuntos autores de un delito. El tema de la 
política criminal tiene que ser un tema de Estado. Es necesario y 
fundamental contar con un plan coherente, sostenido, con metas 
claras y mensurables, para lograr una reforma penitenciaria seria y 
profunda, como lo requiere la actual crisis que encara nuestro 
sistema penitenciario. 
 
SEGUNDA: Se sugiere la construcción urgente de nuevos establecimientos 
carcelarios para evitar el hacinamiento de personas privadas de la 
libertad, entre ellos los que sellan con prisión preventiva. A causa del 
hacinamiento, muchos de los presos en el Perú tienen que dormir en 
los pasillos, baños o en el suelo y pagar dinero para compartir una 
cama. La tugurización, además agrava los pésimos servicios básicos 
que existen en los penales. De la misma manera, la mala 
alimentación y falta de higiene, así como el acceso al alcohol y las 
drogas, hacen que enfermedades como el VIH y la tuberculosis se 
propaguen dentro y fuera del penal.  
TERCERA: Se sugiere no hacer un abuso excesivo del mandato de prisión 
preventiva, toda vez que algunas personas a quienes se les debería 




a la espera de su juicio. En este caso, según las leyes peruanas y 
las normas internacionales, la prisión preventiva debe ser una 
medida excepcional y adoptarse solo cuando se juntan tres factores: 
el indicio de culpabilidad, una pena mayor a cuatro años y el peligro 
de fuga.  
CUARTA: Se sugiere que los fiscales que piden la prisión preventiva y los 
jueces que la conceden por presión mediática, por miedo al control 
disciplinario o porque el imputado no tiene una buena defensa. 
Deberían de tener en cuenta que los penales no son para pasar una 
temporada. Los penales son para condenas. En lugar de la prisión 
preventiva, caben otras sanciones, pero se debe garantizar que solo 
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